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PROLOGO 

El 1:ema elegido es un estudio de la Ley sobre Disolu­

ción de Comunidades Rurales en el E»lado, creación del Fundo Legal 

de los Ceneros de Población y Determinación máxima de terreno de 

que se puede ser dueño, Organica del Párrafo Cuarto. del Arcrculo 

23 de la Constitución Poi nica. del Estado de NUC\'0 L.::On. mt..xliante -

el cual se tralará de demostrar la inconstirucionalidad de la misma -

por lo que respecta a la disolución d'-' comunklad<...'s rurales. 

Dicha lnconscitucionalidad radica en que el poder legis-­

ladvo del Estado de Nuevo León regula sobre la materia agraria lo cual 

no es posible ya que nuc..:stra Constitución General de la Rcpúbllca. le ni.= 

ga dicha facultad en virtud de que la misma se encuentra en los poderes­

de la Federación. 

Es por eso que el Gobierno Local del Esl:ado de Nuevo 

León al expc.xlir la Ley sobre Disolución de Comunidades Rurales va en -

contra de los preceptos establecidos en nuesi:ra Carta 1'.1agna y por ende­

dicha reglamcnrac ión es inconstituc ionaI. 

Cabe mencionar que la aplicación de dicha Ley produce -

consecuencias fatales en nuestras comunidades agrarias que esran suje­

tas a la He,darnenración de la Ley Federal de Hcforrna Agraria. ya que sus 



efectos son la desaparición de las tl"1is111as y t;!ll consecuencia se viola el 

sentido social que los legisladores le han otorgado a la propiedad. 

Me pareció.importante tratar dicho ten1a porque en la ªC:::. 

t:ualldad divcrRas con1unidades ap;rarias -.!el Estado de Nuevo León, que 

en realidad existen ¡xx::as en esa rc~ón; sufren las con:".'iecuencias de la 

aplicación de dicha ley; y en torno al prcx:edimiento y a las autoridades -

que lo realizan, las con1unidadcs no han tenido otro rerncdio que el de acu 

dir al juicio de arnparo. n1isn10~ qUt...ª aún no han si..Jo resueltos. 

Es por eso que durante el desarrollo de este modesto tra­

bajo se propone la deroµ.::ición del p<írrafo cuarto uel artículo 23 de la Cons 

titución tkl Estado de Nuevo 1--<:ón, por lo qU<: n.,specta a la Disolución de -

las Comunidades p...1.ra así proteg.c.!"r a las 111isrnas. 

Tales consideraciones me llevaron a elegir y dar cima al -

presente trabajo, que rne pcrnlito someter a la consideración de los seño­

res miembros del jurado. 



INCONSTITUCJONALIDAD DE LA LEY DE DISOLUCION DE 
COMUNIDADES RURALES DEL ESTADO DE NUEVO LEON 

CAPITULO 

ANTECEDENTES HISTORICOS DE LAS COMUNIDADES 
AGRARIAS 

A)"ORGAJ',;IZACION AGRARIA COMUNAL DURANTE LA Ef'2 
CA PRECOLONIAL''. 

Entre los diversos pueblos nborígL·nes que constituye.n lo que 

es ahora el Territorio de los Esta.Jos Uni.Jos 1'-1exlcanos solamente fue-

ron est:udiados el Maya y el Azteca que se consideran con sistemas pro-

pios de tenencia de la tierra. 

Robert:son y Cl<H"iJcro n1anifícstan que el Derecho de propiedad 

ent:re los mexicanos estaba rccona..:ído, cncontr:'indose las tierras dividí-

das entre la corona. la nobleza y el con1ún dc los pueblos. ( 1 ) 

AhOrd bien el regin1en de propíeda<.l de los antiguos mexicanos -

se presenta en tres principales categorías: ( 2 ) 

l. - Propiedades ele las comuni.Jadcs, Calpullallis y Altepet:lallls. 

ll. - Propiedades de los se1'iorcs 

lll. - Propieda.Jcs ck carácter público. 

( l) "El Derecho Agrario en México" de Martha Chávez Padrón.- Págs. 
181 y 183. 

( 2 ) Las Comunidades Agrarias de Fernando Figueroa. - Pág. 26. 
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l. Propiedades de las Comunidades, Alonso ele Zurita nos de~ 

ne los calpullis diciendo que Calpulli o Chinancalll, es todo uno, quiere d~ 

cir barrio de gente conocida o linaje antiguo, que viene de muy antiguo con 

sus tierras y términos conocidos, que son de aquella cepa barrio o linaje, -

y las tie1-ras que le p?rtcneccn se llaman calpullallis, que quiere decir tic-

rras de aquel barrio o linaje_ 

El Lic. Fernando Figucroa señala que: las tierras que poseen 

fueron repartimientos de cuando vinieron a la tierra y tomó cada linaje o cu~ 

drilla sus pedazos o suertes y térrnínos scfialaUos pr1ra ellos y para 1 sus de:!_. 

cendientes en sí, hasta hoy los han poseído, y uenen nombre de calpullec y -

estas tierras no son en particular de cada uno del barrio, sino en común del 

calpulli y el que las posee no las puede cnaicnar, sino que goza de ellas por 

su vida y las puede dejar a sus hiJOS y herederos. 3 

El C3lpulli era una cs¡x:ci<: d<.: fJ'<'rsona n1oral a la cual corres 

pondía Ja nuda propH:dad y el usufructo d'-' las tierras calpullallis, integrado 

por personas o parit.. ... ntes de W"l n~tno linajt..·, (:X.:ro posteriormente con el fín 

de evitar rebeliones o levantan1ientos bélicos, el 111onarca dispuso acomodar 

en cada calpulli a personas de otros barrios. 

Al Calpullalli corn.:spondían todas aquellas familias que inte -

graban al calpulli, r..::vesrido de capacidad jurídica, podía contratar y obli-

3 ) Obr. Cit. Pág. 26. 
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garse. sictnprc y cuando se realizaran las operaciones a través de sus 

legítimos representantes o autoridades. ( 4 ) Las tierras calpullallis -

se encontraban delin1itadas por cercas de piedras o magueyes; su usufructo 

era trasmitido de padres a hijos sin limitación y sin término. 

La distribución de las tierras se realizaba según las necesida-

des de cada familia. constituyéndose la pequeña propiedad de los indígenas; 

las extensiones eran diferentes, atendiendo a la calidad de las tierras y a -

la densidad de la población. 

Solatnente lo" dcsce11..lientes de cada linaje estaban capacitados 

para gozar de este •.ipo ·.:le propiedad co1nunal; para seguir sienclo acreedo -

res de este derecho era necesario permanecer en el bc'lrrio a que )X!rtene -

cían. ya que el ab."lndono por dos al'ios constituía la pérdida de todo derecho 

a las tierras, ademá.; d .. ·tx:rían cultivar la parcela ininterrumpidamente. La 

Autoridad del calpulli reconvenía a la farnilia para que se reintegrara. y si 

en el año siguiente no se enn1t:nua1Ja p<:ruía su derecho irrerne.Jiablerncnte. 

Los bienes comunales eran inalienables y hereditarios dentro 

de cada familia en lo particular. pero linütado exclusivamente a las fami -

lías pertenecientes al calpulli desde tiempo inmemorial. 

El Titular del derecho a las tierras comunales. es el calpulli 

mismo. la agrupación comunal. es por eso que se considera como una per~ 

( 4 ) México y su Reforma Agraria Integral de Alejandro Rea Mogucl. -
Pá~. 17. 
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na nioral con capacidad jurídica. 

En el supuesto de que una parcela del calpullalll quedara vaca!!. 

te el jefe principal convocaba al consejo de ancianos y reunidos se repar 

t:ía la tierra a la farnilia seleccionada. ( 5 

Alejandro Rea Moguel sei'tala como rasgos dist:int:ivos del cal -

pulli los siguientes: 

a) El calpulli estaba constituido por los vecinos de cada barrio 

y por el cacique respectivo. representante del rey. formando su patrimo -

nio !as tierras que los formaban. 

b) El jefe y el Consejo de ancianos del calpulli se encargaban -

de dividir los terrenos para entregar las porciones a los moradores del 

mismo. 

c) Los poseedores de las tierras no podían enajenarlas. porque 

eran inalienables. solamente podían usufructuarlas por toda su vida. e incl~ 

sive podían heredarlas a sus descendientes. 

d) Existía el derecho de reversión aplicado en beneficio del cal­

pulli. para que nuevan1cntc fueran rcpart:idas pero sólo en el caso de que 

el poseedor no tuvier..1 herederos. 

e) Podía arrendarse una porción de Cierra del calpulli. pero so -

5 ) Idcm 
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lamente a un miembro del mismo. y no a ot:ro vecino de diferent:e barrio. 

El Alt:epet:lalli, era común a t:odos los habitant:es del pueblo -

o ciudad, en ella no había cercas, éstas tierras eran labradas por codos 

en det:ern"linadas horas y su product:o se dedicaba a los gastos públicos del 

pueblo y el pago de tribut:os. 

11.- Propiedad de los señores, era de carácrer individual 

podía ser enajenada pero sólo ent:re nobles, y t:ransmit:irse por herencia. 

El monarca o Rey era el dueño absoluto de todas las tierras 

teniendo facult:ad para dist:ribuírlas y t:ransmitirlas sin limitación alguna 

según su crit:erio, ya fuera donándolas, enajenándolas o entregándolas en -

usufruct:o, éstas se denominaban Tlatocolalli; esca dist:ribución debería su­

jet:arse a determinadas condiciones: deberían ser entregadas a los mief!'!­

bros de la familia real, las ct.n les se trasmitían a los descendientes más -

próximos, formando mayorazgos; los beneficiados tenían que cuidar los jaE_ 

dines y palacios del rey, además de una obediencia absoluta; este tipo de 

propiedad se le denominaba pillalli. 

En caso de que e 1 beneficiado y sus descendient:es se extingu.ie -

rán operaba el derecho de reversión, volviendo las propiedades al patrimo­

nio del Rey, para ser nuevamenre repartidas a ot:ras personas. 

El rey repart:ía tierra a los nobles, que podían ser enajenadas 
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o donadas, con la prohibición de ser t:ransmitldas al dominio de los 

plebeyos macehualcs o mayeques, ya que éstos no podfan adquirir bie 

nes inmuebles. 

Las ororgadas a los guerreros en recompensa por sus haza-

i'ias, se concedían con la condición de ser transmitidas a sus descendien 

tes. en algunos casos las tierras seguían siendo labradas por los pueblos 

conquistados. pero sujetos a las condiciones que los nuevos dueños les 

imponían. I:>e propietarios pasaban a ser inquilinos o aparceros, ya que 

seguían en posesión de las tierras con el privilegio de trasmitir éscas a-

sus descendientes, de no ser arro1ados de las rnism::is, y de obtener parte 

de los frutos. (6) 

111. - Propiedades de Ca rae ter Público. - Dentro de las que -

cabe mencionar encontramos, las teop::intlallí dedicadas al sost:enimiento 

de los templos; las Milchimalli para los gastos de la guerra; Tlacot:lalU -

o Tlat:ocamilli para proveer los gastos del palacio o casa de gobierno Te~ 

pan, donde residían Jos poderes. 

Sus ga,;ros se dedicaban principalmente para la manut:ención de 

los funcionarios públicos, tenían las característ:icas de ser inalienables, 

no pcrtenecfan a ningun::i persona en particular ya fuese física o moral, 

sino al conglomerado social a la colectividad misma, que ejercía sus dere-

(6) El Problema Agrario de l'v1éxico de Lucro l'V1endieta y Muñez. -
Pág. 14. 



7 

chos mediante órganos superiores de gobierno ( 7 ) 

La Doctora Martha Chávez, señala como categorías del re -
gimen de propiedad: 

a) Pillalli. - Este ti¡:x> de posesiones ftcron concedidas 

como premio a los servicios realizados, no se exig!"a el pago del tributo; 

los que la poseían debían prestar sus servicios al señor en forma militar. 

política, administrativa etc. Se concedían diversas extensiones. otorgán­

doles el derecho de transmitirlas, con la prohibición de no venderlas a 

plebeyos, porque de hacerlo la venta se consideraría inexistente perdiendo 

todo derecho sobre la tierra. 

b) Teotlalpam. - Las tierras destinadas para sufragar -

los gastos del culto. Este grupo cabe dentro de la categoría de propieda -

des de carácter público, que sei'ía la Fe mando Figueroa. 

c) Milchirnalli. - Se destinaban para suministrar víve 

res al ejé=ito en t:iernpo de guerra. 

d) Altepedalli. - El producto de estas tierras se destina 

ba a sufragar los gastos del pueblo. 

e) Calpulli. - Sobre este tipo de posesión ya se habló an­

t:eriormente,rnás sin embargo la Doctora Martha Chávez. nos dice que el --

(7) Las Comunidades J\grarias de Fernando Figueroa, Págs. 28 y 29 
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Calpulli era una parcela de tierra que se asignaba a cada jefe de familia 

para su sostenimiento. 

Las concroversias que se suscitaban en el Calpulli, se resol­

vían por un tribunal superior que se reunía en un departamento del pala -

cio denominado Tlaexitlan. y estaba formado por ancianos representantes 

de los calpullis. ( 8) 

El Calpulli. es considerado como una especie de pequeña pro­

piedad que cumplía una función de tipo social. el usufructo era privado y -

solo lo gozaba quien la cultivaba. 

Durante la época precolonial las clases sociales se encontraban 

sumamente marcadas, con desigualdad enorme en cuanto a la distribución;;­

los que renínn el privilegio de ¡:x>seer üerras <.lentro de los Calpullis paga­

ban altos tributos. A con.ccucncia del crecimiento de la población fué di­

fícil para los dcscen<.lientes de los que poseían tierras dentro de los Calpu­

lUs llegar a obtenerlas, ya que éstas eran insuficientes; es por eso que pa­

ra los españoles fué muy fácil dominar el pueblo mexicano. ya que estos 

se encontraban descontentos con el régimen político social existente. 

Cabe hnccr notar que algunas de las características del Calpu -

lli. coinciden con las de nuestro régimen ejidal de hoy en día. COIT\o la de 

(8) El Dcrcch ..... Agrario en México, de Marcha Chávez. -Pág. 187. 
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que si se dejaba de t:rabajar por más de dos años consecut:ivos la tierra, 

se perdía t:odo derecho sobre la misma. 

El origen de nucst:ras lnst:it:uciones Nacionales, son las com.!:!_ 

nidacles agrarias, por tener antecedentes de su existencia desde que los 

primeros grupos humanos habitaron nuestro país. 

B)"LA ORGANIZAClON AGRARIA COMUNAL DURANTE LA -

EPOCA COLONIAL". 

El origen juridico de la propiedad colonial lo cncont:ramos en 

las Bulas de Alejandro VI ele :3 y 4 de mayo de 1493,considcradas corno una-

especie de Laudo Arbitral que puso en orden el descubrimiento de las nuc -

vas t:lerras, en relación con los países de España y Portugal. ( 9) 

l\.1ediante ellas se otorga a los Reyes de Castilla y de León y 

a sus sucesores, Ja perpetuidad, poder libre lleno y absoluto, así como au 

t:oridad y jurisdicción en todas las tierras que se descubrieron al Occiden -

t:e y al Sur de una línea que iría del Polo Art:íco, y que deberla pasar cien-

leguas al Occidente de las Islas Azores y de Cabo Verde, tierras de las 

que no hubiere tomado posesión algún otro príncipe cristiano o Rey hasta-

el 24 de diciembre del ai'\o de 1492. las Bulas se denominaban la lnter Cae-

cera o Eximias Denotionis Sinceritas, la lnter Caet:era y la llodie Siguidem. 

[)e la Bula Papal se han presentado diversas opiniones acerca 

( 9 ) México y su Reforma Agraria Integral de Alejandro Rea l\.1ogucl. 
Pág. 25. 
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del dotnnio de las t:ierras descubiertas, algunos autores consideran -

que en cuant:o al valor jurídico es considerable. pero no determinante. 

por las siguientes razones: 

a) Por la época e.le rcli giosidad que se vivra 

b) Por el reconocimiento general y público de la cual fue-

ron hechas. 

c) Durante esta época el poder público del reinado Español 

y de la Iglesia. constituía una convh•cncia sa¡!rada en las Leyes. 

d) Se le reconoce valor Jurídico a las Bulas de Alejandro VI. 

porque jurrdican1cnte actuó con calidad de ti rbit ro de i)!lesia. 

e) El tratado de Tnrdcsillas. vino a ratificar la validez legal 

de las Bulas. al cinH:>ntar Jos dere<..:hos de España y Portugal. sobre las tie-

rras del nuevo continente qu<" se ck•,;cubría. (JO) 

Otros consideran, el Papa tiene la representación de Dios en 

la tierra. y como él es el dueño del universo Je corresponde la distribución 

de los dominios territoriales. 

Teólogos ilustres y otros escrirorcs afirman que el Papa solo 

les otorgó a los Reyes Católicos. facultad para convenir a los indios a su-

( 10 ) El Derecho A)!ra rio en México de Martha Chtivez Padrón. - Págs. 97 y 
98. 
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religión, exhortándolos a la fé católica pero no el derecho de propledad 

sobre sus bienes y sei'iorfos. debiendo respetar sus trabajos, dlgnldades 

y buenas costumbres. 

Solórzano sintetiza la controversia suscitada afirmando que 

la duda existía respecto a la clase de dominio que concedió a través de 

la Bula ya que algunos autores consideran que solo se confirió el cuidado-

de la predlcación, conversión y protección general de los indios; dcbien -

do ejercer las facultades de tutores y curadores, sin privar a los indios-

de sus provincias. haciendas y se1"\orfos a menos lk: que cornet.ícscn exce-

sos que amerit:ascn el despojo. 

Otros afirman que la Bula de Alejandro\'!, concedló a los Re 

yes Católicos la propiedad ab,,oluta y de pkna jurisdicción sobre los rerri-

torios y habicantcs del continente descubierto ( 11 ) 

No obstante lo anterior consldcrarnos que el Papa no tenía facl!! 

rad ni derecho para entregar el r.Jonlinio de las tierras descubiertas a los 

reyes españoles, sin embargo, durante esa época el derBcho otorgado les 

dió oportunidad a los csp.:111oles u.., apropiarse de las tierras que poseían los 

pueblos sometidos, viéndose robustecidos por una posesión interrumpida en 

el transcurso de rres siglos; así Vatlcl. afirn1a quc"aún cuando no exista 

título especial de adquisicr>n, y aunque se pueda probar que la roma de pose-

(1 l ) El Problenia Agrario c11 Méx1<.:o de Lucio l'l.1endicta y Nú1~ez. -Págs.23. 
24 y 25. 
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sión primit:iva foc fruto de la violencia y ' la violación del derecho, -

sin embargo, si la posesión pacífica ha durado un tiempo largo para 

que los habitantes hayan reconocido la estabilidad y la !necesidad del 

nuevo orden de cosas, deberá admitirse que el transcurso del tiempo -

ha legalizado los hechos". ( 12 ) 

Las Instrucciones dictadas fueron en el sentido de mantener 

las poblaciones de los indios como se encontraban, sin introducir más -

novedades que la fé católica y buenas costumbres, en caso de ser nece­

saria la guerra se les requería por medio de una persona que conociera 

su lengua. 

La forma de repartición de los terrenos descubiertos debería 

de realizarse según la calidad de las personas señalando terrenos suficien 

tes en cada población para el cotnCin aprovechamiento. 

Carlos V tuvo cspc_,cial atención en la protección de la propie 

dad comunal al =~ular a las comunidades agrarias en la Legislación de 

Indias, a pesar de esto no se pudo impedir que se destruyera el régimen 

comunal, pues los indígenas fueron despojados justificando su esclavitud -

mediante la encomienda. 

Las Leyes de Indias, distinguían perfectamente a los ejidos y a 

( 12 ) Idem Pág. 26. 
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las comunidades, manifestando que los montes y pastos son bienes c~ 

munes de los indios y de las personas sin título. Los terrenos bal 

díos que no eran susceptibles de dedicarse a la agricultura, no eran­

ejidos, ni formaban parte del fundo legal. se conocían con el nombre 

de tierras realengas. 

El derecho de disponer de las tierras conquistadas, era 

una facultad exclusiva del rey, ejercitada a través de ordenamientos,~ 

i'ialando oidores para que se trasladaran a los pueblos a reconocer la p~ 

piedad de los Indígenas o de los espai'ioles, haciendo entrega o reconocie'.!_ 

do la propiedad. 

El Rey Felipe 11 otorga facultad a los Virreyes y Goberna -

dores de revocar las donaciones de tierras entregadas por los Cabildos. -

éstas volvían al Patrimonio Real. Al visitador se le impuso la obligación 

de procurar que los indígenas t:.ivieran bienes de comunidad, para que tr!!_ 

bajaran y otxuvieran provecho de las mismas. 

El Consejo de Indías, resolvió que los indios fuesen reduci­

dos a pueblos y no viviesen divididos o separados por las tierras y mon­

tes, siendo auxiliados espiritualmente en la fé católica, con el fín de atraer 

a los demás a ofrecerse de buena voluntad sin exigirles más imposiciones -

de las ordenadas, concediéndoles mantener las tierras y granjerías que tu­

vieren en los sirios que dejaron, para que las cultivaran y las aprovecharan. 
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Durante la época colonial se observaron diversos tipos de 

I ) La Propiedad Pri vada de los Colonos Espailoles; 

JJ) La Propiedad Eclesitlstica; y 

III) La Propiedad de ios Pueblos Indios. 

I. - La Propiedad Privada de los Colonos Espailoles ; el 18 

de junio y 9 de agosto de 1513, Fernando V diera en Valladolid la Ley para­

la "Distribución y Arreglo Je la Propiedad", ésta nos sirve de clave para­

explfcarnos Ja escrucrura rerrirorial y .:1gr1"cola de la época colonial, en Ja 

que se establecfa la reparcici6n de casas, solares, tierras, cabaUerf'as 

y peonías para los qt.e fuesen a poblar cierras nuevas concediendo la facul­

cad de crararlas como propias cuando se recída cuatro ailos consecutivos. 

Dicha repanición se haría conforme a la calidad de los ser­

vicios prescados por los interesados encomendándose indios para su instruc­

ción religiosa ( 13 ) 

Con los resultados de esta disposíci6n los Reyes Espaiioles­

se vieron obligados a manifestar el deseo de que se continuare hasta donde -

fuera posible las tradiciones de las insriruciones lnd!'genas. 

Otras disposiciones de los Reyes Cat6Jicos reglamentan Ja -

(13) El Derecho Agrario en México de Marcha Chávez. Pág. 202. 

-
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propiedad privada pero dejando en ella una función social, que se fué per­

diendo en virtud de que la conquista fué realizada en su mayor parte con -

esfuerzos y recursos de fondos particulares, los que esperaban verse re­

compensados eludiendo así la funciC::."1 social que quería otorgarse a la pr!:?_ 

piedad privada; de la misn,a forma el reparto de indios no fué considerado 

como la encomienda de catequisarlos en la religión católica, sino para ex­

plotar las riquezas del nuevo continente conquistado. 

l\.1erccdcs Reales. - Surje con la conquista, su antecedente es 

la Ley para la distribución y arreglo de la propiedad del 18 de junio de 

1513, éstos repartos para ser considerados válidos era necesario que fue 

ran confirmados por una disposición real, la cual se le denominaba Merced. 

Estas tierras eran concedidas en forma provisional, mientras­

el beneficiario cun,plSa con los requisitos de residencia y labranza para con- -

-solidar la propiedad. 

Caballerías. - Era una medida de cierra que se otorgaba en 

merced a un soldado de caballería y cuya extensión se determinaba según lo­

est:ablecido en diversas ordenanzas, no se pued<.· precisar con certeza la ex -

tensión de las tierras en virtud de que existieron varias ordenanzas, con ese 

fín, algunos autores consideran que es el antecedente de la hacienda mexicana. 

Peonía. - Era una medida de tierra que se otorgaba a un sol-
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dado de infant:ería, y a la que corresponde una quinta parre de una caba­

llería. 

Suenes. - Corresponde a un solar 1 para labranza que se 

otorgaba a cada uno de los colonos de las tierras de una capitulación. 

Compra-venta. - Muchas de las tierras pertenecientes a 

la Corona Real pasaron a manos de los particulares por medio de este CO!!_ 

craco. 

Confirmación. - Procedinliento mediante el cual el Rey con­

firmaba la tenencia de la tierra a favor de alguien que carecía de t:ítulos s~ 

bre ellos, o habían sido titulados en forma indebida. 

Prescripción. - Es una forma de adquirir la propiedad de las 

tierras, la cual se determinaba según la buena o mala fé de la posesión de 

las mismas. 

Composición. - Es una institución mediante la cual los terra­

tenientes se hicieron de tierras realengas o de particulares, este tipo de 

propiedad podía ser individual o comunal, que se obtenía mediante la Re-al 

Instrucción del 15 de octubre de 1754, que establecía un procedimiento de­

tipo verbal que se realizaba ante los Ministerios Subdelegados de las 

audiencias nombrándose comisiones para determinar el valor de las -

tierras, esta abarcaba también a los indios. 
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La encomienda nace en 1509 y termina en 1721 durante el 

reinado de Felipe V, Alejandro Rea Moguel considera que las encomien-

das se realizaban en calidad de bot.ín de guerra, como pago de los serví-

cios, y en proporción a la categoría de los soldados y a los personales -

méritos en campaña; debido a los intereses creados, ésta perdió su fina­

lidad evangelizadora, convirtiéndose en propiedad privada, y por conse -

cuencia los encomendados terminaron convirtiéndose prácticamente en -

esclavos. ( 14 ) 

ll. - La propiedad eclesiást:ica. - Los primeros frailes 

que llegaron a la Nueva España en los siglos XVI y XVU, se erigieron en 

decididos defensores de los naüvos, contra los abusos de que eran objeto 

por parte de los conquistadores, a ellos se les debe el cambio fundamen-

tal en la historia de la libertad humana, en la América recién descubierta. 

Las Casas, Qui ro ga, Zumárraga y Funleal, crabajaron, l~ 

charon y defendieron al indio contra la rapacidad del hombre blanco, iniCi!!_ 

ron una serie de ideales, proyectos y prácticas, dentro de las cuales el in-

dio salvó más fácilmente a su raza de la exterminación. y con ello su per -

sonalidad ant.e el mundo. ( 15 ) 

Los del clero regular y secular abandonaron sus metas de 

(14) México y su Reforma Agraria Integral de Alejandro Hea Moguel. -Pág. 
26. 

(15) La Reforma Agraria en el Desarrollo Económico de /\.1éxico, de Manuel 
Aguilera Gómez, Pág. 16. 
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castidad, humildad y pobreza, inclinándose hacía los bienes materiales 

al grado de que la propiedad eclesiástica desempei'ló un papel significa­

tivo en el decurso de la vida colonial. 

El origen de la propiedad eclesiástica en México, fueron 

los solares entregados de una manera gratuita para la construcción de 

sus conventos, posceriormcnt:c las propiedades se acrecentaron debido a 

donaciones part:icularcs, gozaban de exccnciones no pagando impuestos lo 

cual produjo pérdidas para el erario pOblico. 

El gobierno al darse cut..-nta del desequilibrio económico, -

en 1737 celebró un concordato con la Sanca Sede, por medio del cual los 

bienes eclesiásticos perdieron las cxcenciones que gozaban quedando suje­

tos al pago de impuestos_ 

Después fueron expedidos diversos ordenamientos con el -

fín de enajenar los bienes del clero para el pago de las deudas contraf'das -

por los monarcas espai'ioles y fué así corno se combatió la amortización 

eclesiástica, y acaparamiento de las tierras, bautizada con el nombre de­

polrtica de Manos Muertas. 

111. - La Propiedad de los Pueblos lndf'genas. - La propie­

dad de los indios sufrió rudos ataques desde que se realizó la conquista; ya 

que desplazaron a los aborígenes de sus tierras, las de la nobleza, las del-
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culeo a sus dioses, y las del calpulli, pasaron a convertirse en pat:rirno-

nio de los espai\oles. 

En la recopilación .de las Leyes de Indias podernos loca!!_ 

zar diversas disposiciones en donde se adviene el deseo de los espai\oles 

de mantener aislados a los indios, organizados, bajo un sistema agrario-

similar al existente con anterioridad 11 la colonia, asr las comunidades in 

dr~nas eran dotadas de un fundo legal, de ejido, y de las tierras de labor 

dist:ribufdas entre los pobladores. Las tic rras entregadas eran de propie-

dad limit:ada al usufructo, con cari'.\cter hereditario, pero inalienables.(16) 

Asr pues los Reyes Españoles dentro de su régimen lega -

lista, establecieron inst:it:ucioncs relativas a la tenencia y uso de la t:ierra 

entre los indrgenas, siendo así las si~uient:cs: Fundo Legal, Ejido, Tie 

rras de Repartimiento y los Propios. ( 17 ) 

Fundo Legal. - En 1547 los espai\oles acordaron concen 

erar a los aborígenes en pueblos, según lo dispuesto por el rnarquez de 

Falccs, Virrey de Nueva Espai'\a, en la ordenanza de 26 de mayo del mismo 

ai\o, resolvieron que los indios fuesen reducidos a pueblos, y no viviesen-

divididos y separados por las sierras y montes, privlindose de todo benefi­

cio espirit:ual y temporal, sin socorro de nuestros ministros y del que obli 

(16) 
(17) 

ldcm. Pá¡>;s. 20 y 21. 
El Problema Agrario de México,de Lucro Mendiet:a Núñcz.-Pag.63,64 
sigs. 
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gan las necesidades humanas que deben dar unos hombres a otros • 

La ocupación violenta. y las cargas tributarias impuestas 

a los nativos obligaron a las comunidades al endeudan1iento con los part:i-

culares. y posteriormente las orillaron a la enajenación de sus terrenos. 

[)e hecho la privación de las tierras de las comunidades 

asumió proporciones alarmantes. en reconocimiento a lo cual se expidió -

la Real Instrucción ck.· 2:> de febrero de 1781, la cual decía: "Se manda que 

por ningún motivo, n1 con pretexto alguno se ejecuten ventas. préstamos,. 

empeños. arrr-¿-ndamicntos,. ni otro p.:~nero de cnnjenación de tierras de in -

dios, no sólo aquellas que- de por comunidades se les repartan para el lau-

dable y piadoso destino de su habitación, beneficio y cultivo, sino también 

de aquellos que han adquirido y adquieran con10 propias por tículo de heren 

cia, donación y otras adquisiciones de sus antepasados. entendiéndose dicha 

prohibición aún entre los mismos indios de los unos a los otros. con espe -

cialidarl a los españoles ••• sin que ••• intervenga licencia de mi superior -

gobierno ••• " {18) 

Los Ejidos. - Escriche define al ejido "es el campo o tierra 

que está a la salida del lugar. y no se planta ni se labra. y es común a todos-

los vecinos; y viene de la palabra latina exitus. que significa salida". 

(18) La Reforma Agraria en el Desarrollo Económico de México de Manuel 
Aguilera G601ez. - Págs. 21. 22 y 23. 



• 21 • 

El Rey Felipe ll en 1513 dispuso que los sitios donde se 

fueran a fonnar pueblos y reducciones, o sea los terrenos para los ca~ 

cos de ellos. deberían disponer de aguas. tierras, montes. em:radas y-

salidas. y labranzas. y en cji<.lo de una legua de largo. donde los indios-

pudieran tener sus ganados. ( 19) 

Las tierras conocidas antes de la conquista con el nom -

bre de altepctlalli, puede considerarse que es el ejido que implantó el 

conquistador en Nueva España, tierras comunales en su aprovechamien-

tO-

El ejido se encontraba a continuación del Fundo Legal • -

era una especie de corredor donde se debían construir las eras. los cam-

pos de juego y también como una reserva para cuando creciera la pobla 

ción, extender el fundo legal -

Las tierras de Repartimiento. - Los pueblos ya existentes 

de indígenas que tenían tierras repartidas entre las familias que habitaban 

sus barrios, y en los pueblos de nueva creación se dejó, según estaba man 

dado por la cédula del 19 de febrero de 1560. 

Las tierras de repartimiento eran otorgadas solo para el -

usufructo de las familias que habitaban los pueblos con obligación de utili-

zarlas siempre. 

19 México y su Reforma Agraria Integral. - Alejandro Rea lvlogueL -
Pág. 35. 
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Los Proplos. - Son aquellos terrenos que se dedicaban P.!!_ 

ra cubrir determinados gastos públicos. éstos eran entregados por el Ayu!_! 

tamiento que era el encargado de la administración. les daban a censo o 

los arrendaban entre los vecinos <.!el calpulli que determinaba una parcela-

para que se cultivara colectivamente por los miembros del calpulli, para-

los gastos púbücos, eran cult:ivados en forrna individual. 

Las propiedades de los pueblos estaban sujetas a normas 

jurídicas especiales; no pertenecían a los individuos sino a las comunidades 

y no podían ser enajenadas en forma alguna ( 20 ) 

A pesar de la barrera proteccionista otorgada a la propiedad 

indígena comunal. Jos cspailolcs a menudo solicHaban mercedes en tierras -

que recaían sobre tierras cuyos aprovechamientos disfrutan desde tiempo -

inmemorial los indi~enas y en las cuales concedían parcelas para .:ultivo a -

Jos nuevos vecinos; en esa virtud los misioneros españoles inventaron las 

"cajas de comunidad"": un fondo colect:ivo que era alimentado con los trabajos, 

siembras y tributos de las comunidades de indios semejantes a los cabildos y 

villas españolas. ( 21 ) 

Puede decirse que durante la época colonial la cuestión agra-

ria se caracteriza por una lucha entre los grandes y los pequeños propietarios, 

( 20) Breve Historia de Ja Revolución Mexicana de jesús Herzog. Los Antece­
dentes y la etapa Maderista. - Págs. 8 y 9 

( 21) Est:ructura y Problemas Agrarios de México de Enrique f'" lorcscano. Pág. 
57 y SIL 
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en la cual aquéllos invadían los dominios de los indi"genas arrojándolos 

de los terrenos que poseían. hasta hacer que se encerrasen en los Ir-

mites del fundo legal. Esta lucha fué lenta, pero constanre: prolong:1nd_5? 

se hasca fines del siglo XIX, época en la cual la pequei'la propiedad indr­

gena quedó definitivamente vencida. ( 22 ) 

La enajenación de las tierras comunales constituyó una -

alternaeiva casi siempre utilizada para hacer frente a las obligaciones f1s_ 

cales; debido a la rápida expansión de Jos numerosos latifundios y a que -

la privación de las tierras de las comunidades asumió proporciones alar-

mantes, se expidió la Real Instrucción de 23 de febrero de 1871; con el ob-

jeto de que no se llevaran a cabo las enajenaciones de las comunidades in-

dígena.s ( 23 ) 

La Ley IX. Título XXXI, Libro II del 18 de enero de 1552, -

procuró que los indios tuvieran bienes de comunidad, teni"an una extensión-

Umit:ada y eran pcquei'las, en cambio las propiedades de los espai'loles no te 

nfan limite. 

A pesar de las buenas disposiciones de la Corona. los at:a -

ques a la comunidad indígena fueron const:antes, por lo ta.neo todas las céd.!::!_ 

las y ordenanzas que se dictaron para protección de las comunidades consti-

tuyen solamente una norma escrita, sin vigencia alguna. 

(22) 
(23) 

El Problema Agrario de Mt'Exi co. Lucfo Mendieta y Núñez,Págs. 88 y 89 
La Reforma Agraria de Manuel Aguilera G6mez, Págs. 22 y 23. 
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La propiedad comunal indfgcna no pudo desarrollarse 

al extremo de que pudiera representar un contrapeso al latifundio que 

constituyó sin duda alguna. la característica n1ás fuerte del régimen te-

rriU>rial colonial. ( 24 

Abad y Queipo señaló la necesidad de promulgar una Ley 

Agraria que reglamentara la repartición de las tierras realengas y com~ 

nidades agrarias a los indios y pobladores de las mismas. sin atacar a -

las grandes propieda<les ( 25 ) 

C} "'Organización Agraria Comunal durante la Epoca lnde-

pendiente ... 

Uno de los antecedentes de la Independencia es el proyecto-

denominado "Plan de Independencia" cuyos conspiradores fueron el padre --

Melchor de Talamantcs, junto con el Licenciado Primo Verdad; en él se apu!!. 

caban algunas ideas que habrfan de ejecutarse en caso de triunfar la causa; -

ideas que no tuvieron vigencia ya que éste no triunfó • ( 26 ) 

Miguel Hidalgo y Costilla desde Guadalajara, el 5 de diciem -

bre de 1810. puso en vigor un decreto en materia agraria; en el que se limica-

a ordenar que se cobn!n las rentas vencidas hasta esa fecha a las personas que 

(24) 

(25) 
(26) 

La Revolución Social de México,de Manuel González Ramrrez, Págs. 39 
a la 41 
El Derecho Agrario en México, -Marcha Chávez. - Págs. 130, 131, 132. 
Estructuras y Problemas Agrarios de México (1500-1821) de Enrique F lo 
res Cano. - Pág. 224. 
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tenían arrendadas las tierras de los indiÓs; y que en lo sucesivo no arrie!!_ 

den más porque es su voluntad que sean cultivadas únicamente por los in 

dios de los pueblos, Hidalgo no manda restituir las tierras despojadas a 

los indios, ni ordena que se les dote de nuevas tierras sino que se limita­

ª corregir una situación observada en los alrededores de Guadalajara; es 

¡x>r esto que este decreto no es el documento agrario de donde arranca el 

pensamiento social mexicano, ni tampoco sirve de base para calificar de 

revolución agraria, al movimiento insurgente. 

José María Morelos, repitió el ordenamiento en los mism -

mos rerminos que el Padre Hidalgo, según fueron las instrucciones que diri_ 

gió a los comisionados para el reconocimiento y administración de las ren­

tas reales, y asume un carácter antifeudal, plasmado en el decreto de de­

vastración que en alguna>< de sus partes decía: Deben t:ambién inutilizarse 

todas las haciendas grandes, cuyos terrenos laboríos pasen de dos leguas -

cuando mucho, porque el beneficio positivo de Ja agricultura consiste en que 

muchos se dediquen con separación a beneficiar un corto terreno que puedan 

asistir con su trabajo o industria, y no en que un solo particular tenga mu -

cha extensión de tierras infructíferas, esclavizando millones de gentes pa -

raque las cultiven por fuerza en la clase de gañanes o esclavos, cuando p~ 

den hacerlo como propietarios de un terreno limitado con libertad y benefi -

cío suyo y del público ... y los indios percibieran las rentas de sus tierras-
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como suyos propios." ( 27 ) 

Consideraba que debía de restituirse a los indígenas sus 

tierras; con la idea de repartirlas de las comunidades indígenas para que 

cada individuo tuviera su parcela; esta idea causó muchos males ya que -

destruye a la propiedad comunal para transformarla en propiedad indivi -

dual. Lo anterior fué una de las causas fundamentales de la concentra --

ci6n de la propiedad de la Licrra en unas cuantas r11anos, creándose asr -

los grandes latifundios en México. ( 28 ) 

El propósito era que los hombres de campo se convirtie -

sen en pequeílos agricultores, trabajando personalmente sus parcelas, sin 

tomar mucha importancia a la regularización y conservaci6n de las comu -

nidades existentes. 

Morelos pensaba que debía repartirse con moderación, po_E 

que el beneficio de la agricultura consiste en que muchos se dediquen con -

separación a beneficiar un corto terreno que puedan asistir con su trabajo. 

En 1821 se consumó la independencia de México, y nada se­

hizo para resolver el problema agrario de la repCiblica. 

( 27 ) La Reforma Agraria en el Desarrollo Económico de México. - Ma 
nuel Aguilera Gómcz. - Pág. 38 

(28) Política Ejidal. - Manuel Moreno Sánchez y otros. - Págs. 42 y 43. 
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La Independencia de México se preconizó bajo la bandera 

del Plan de Iguala al mando de Agustfn de lturbide, cuya idea principal fué 

la de conservar el régimen colonia 1 espai'lol. 

La Nueva República tuvo que enfrentarse en materia agraria 

a los hechos que le heredó Ja colonia: defectuosa distribución de tierras y -

de habitan res, que ptc den considerarse como factores principales del pro -

blema agrario. Durante esa época, la propiedad se encuentra en manos del 

clero y de los espai'loles y sus descendientes, observándose una propiedad -

indígena individual y comunal casi desaparecida. 

Se atacó el problema de la población y se consideró que la -

solución del mismo era el de la colonización, mediante Ja redistribución de 

la población indígena mezclándola con los colonos europeos. 

Durante los primeros ai\os de la independencia la propiedad -

puede dividirse en latifundista, eclesiástica e indígena. 

a) Los latifundios, siguieron existiendo aún después de la -

consumación de la Independencia, se encontraban en poder de los conquist:a -

dores y sus descendientes; los cuales influyeron en la colonización de los te­

rrenos baldíos. 

b) La Propiedad eclesiástica creció al igual que el latifundis­

mo, pero con la diferencia de que los primeros apenas si pagaban impuestos, 
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además de que esas propiedades excepcionalmente eran movilizadas. 

c) En cuanto a la propiedad particular del indrgena. ya -

vimos que al realizarse la indepenclcncla, ésta casi no existra y las Leyes 

de la Colonización fueron ineficaces, tanto porque no observaron la ideolo 

gí'a del aborigen arraigado durante siglos por la encomienda, al lugar de su 

origen, corno por su i¡:?;norancia. que les in,pcdía conocer y acogerse al be-

neflcio de éstas. En esta época, las leyes no mejoraron la condición del 

inpígena, pues ni recuperaron los terrenos perdidos, ni fueron a poblar --

tierras para obtenerlas, y en cuanto a las cierras de las comunidades indr-

genas, eran aún detentadas por ésros y el mexicano n,eztizo; pero debido-

al crecimiento '-.Jcrnogr:ifico. a(X!nas si b;_istaban, ya que durante esta etapa 

no se dieron mas tierras de propiedad comunal. lo cual trajo grandes con-

secuencias para los camJX'sinos indígenas y rnestizos de esa época ( 29 ) 

El iniciador de la Reforma Agraria f~ el Doctor Francisco 

Severo Maldonado, que propuso una ~y Agraria en la que "toda la parte del 

rerricorio nacional que actualmente se hallare libre de toda especie de do~ 

nio individual, se dividiera en predios o porciones, que ni sean can grandes-

que no puedan cultivarlas bien el que las posea ni tan pequei'las que no basten 

sus productos para la subsistencia de una familia de veinte o treinta persa -

nas". ( 30 ) 

(29) 
(30) 

Derecho Agrario en México, de Marcha Chávez. -Págs. 141, 142. 
El Problema Agrario de México de Lucro Mendieta y NOi'lez. -Pág.176 
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Estas tierras deberían darse en arrendamienz:o vitalicio 

pues se pretende llegar a la nacionalización de la propiedad agraria. 

Durante esca época se olvidó la situación de las comun_! -

dades indígenas. y como no se legisló la materia. se entendió que las ~ 

yes de Indias continuaban en vigor. y con arreglo a tales disposiciones 

siguieron manejándose las referidas comunidades. 

El 25 de junio de 1856 se promulgó la Ley de Desamort:iz!!_ 

ción de las Fincas Rústicas y Urbanas propiedad de Corporaciones Civiles. 

o Religiosas. conocidas con el non1bre de Ley Lerdo, en la que queda ínvo-

lucrada la comunidad agraria; Ja cual ejerció una influencia decisiva en Ja -

organización de la propiedad agraria porque comprendió en sus efectos la -

propiedad de los pueblos indigenn8. aún cuando estableció que de las propie-

dades pcrtenecicnies a los ayuntamientos exceptuarían los edificios. ejidos-

y terrenos destinados al 8Crvicio público de las poblaciones a que pcrtene 

cieran. nada dijo de las tierras de repartimiento o comunales; y Jos efectos 

no se hicieron esperar. a consecuencia de la aplicación de la misma. Ja di-

visión de la propiedad con1unal produjo irremediables consecuencias. a pe-

sarde las medidas protectoras de los indígenas resulta=-on insuficientes. -

pues las comunidades fueron despojadas de los bienes que habían escapado­

de Ja voracidad de los conquistadores y del clero. provocándose con ello 

alzamientos de carnpcsinos en diversas regiones del pa!"s. Lo n-1ás grnve 

fué que el artículo 3~ ele csra Ley establecía; que bajo el nombre de corpor'!._ 

...... ~-_._,,,,,.,,.,..,,,..,. .. 
·-·----M~-- .. 

1 
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ciones se comprenden todas las comunidades religiosas de ambos sexos, 

cofradias y archicofradias, congregaciones, hermandades, parroquias, -

ayuntamientos, colegios y en general todo establecimiento o fundación 

que tenga carácter de duración perpetua o indefinida." ( 31 ) 

Su interpretación fué en perjuicio de las comunidades agr~ 

rias, considerándose como corporaciones civiles cayeren bajo el imperio-

de la Ley de Desarnortización. 

En virtud de que en el Reglamento de la Ley citada fueron 

inclufdas las comunidades indígenas, t'.'stas pierden su personalidad, sus 

derechos y en consecuencia sus tierras; además se dictaron una serie de 

disposiciones para que al salir las tierras de la propiedad de las comunida 

des, éstas se titulen a particulares. 

Los resultados de la Ley de t:>esan~ortización no coincidie -

ron con los propósitos del legislador. Los arrendatarios eran en su mayor 

parre de escasa cultura y recursos. se adjudicaron las fincas a denuncian -

t:es que agrandaron sus dominios con los bienes de manos muertas. 

Manuel González Ramírez, afirma que la tendencia de conve...!' 

tiren propiedad privada a las cornunidades;no constituye un despojo sino un 

cambio de propiedad, ya que tenían que dividirse entre los mismos que for­

maban la comunidad en porciones susceptibles de propiedad pri\•ada, pa -

(31 ) Breve ! listo ria de la Rc:volución l\1exicana, de jesús Silva Herzog. -Pág. 
12 y 13. 
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ra que sus nuevos titulares pudieran empeñarlas. arrendarlas. enajenarlas. 

y disponer de ellas. corno todo dueño hace de sus cosas. Aún cuando esta -

afirmación implica una verdad. lo cierto es que en la práctica los miembros 

de las comunidades agrarias se ~·icron despojados de las misrnas; condenán­

dose a éstas a su extinción y provocando el auge del latifundismo que tanto -

daño hizo al país. ya que grandes extensiones de tierra se encontraban en 

poder de una sola persona. 

Benito ju.t'I rcz expide la Ley de Nacionalización de los bienes 

de la iglesia. y el resultado de ósea es contrario al propósito fijado ya que -

se pensó que al desan1orüzar las propiedades eclesiásticas se crearía la ~ 

queña propiedad y se estimularía el desarrollo agrícola e industrial de la -­

República. por desgracia no fu<'.' así, y lo que sucedió fué que las tierras co­

munales y los ejidos fueron en buen número de casos fraccionados. entregan­

do las parcelas a los indígenas en plena propiedad; pero como éstos no esta 

ban preparados por su grado evolutivo para ser propietarios. pronto vendie 

ron sus predios • ( 32 ) 

En 1875 se expidió la Ley de Colonización. misma que fué -

ampliada en 1883; su finalidad era traer colonos extranjeros a trabajar la ti=. 

rra. con nuevos métodos de cultivo. lo cual sería beneficioso para la agricu_! 

rura. 

( 32 Op. Cit. Págs. 15, 16 y 17. 
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Como resultado de lo anterior se foi:-maron en el país -

las famosas con1pai'\ías deslindadoras, las cuales se encargaban de de~ 

lindar las tierrns baldías y traei:- colonos para que las trabajaran y co­

mo compensación se les otorgaba la tci:-cei:-a parte de las tierrns dcslin 

dadoras. éstas comct:icron toda clase de arbitrariedades y despojos. 

en particular tratándose de pcquei'ios propietarios y de pueblos indígenas 

que no poseían títulos perfectos, favoreciendo sien1prc al latifundista. 

El art:ículo 27 de la Constitución de 1857 al reiterar la -

incapacidad de las corporaciones civiles para adquirir o administrar bi~ 

nes raíces, los pueblos dejaban de ser dueños de sus comunidades y eji­

dos, desapareciendo la propiedad inalienable, imprescriptible e inemba.!. 

gable de las comunidades agrarias y al confirmarse la entrega de tierras 

en manos de quienes la detentaban, pero en calidad de propiedad particu­

lar, ¡xx:o a poco ck:sapan:cc el sistema proteccionista del indígena ya que 

al suprimirse el regirncn jurídico de las tierras de comunidad agraria.se 

propició su despojo, por"miseria e ignorancia, esto cont:ribuyó a agravar 

el problema agrario. 

A consecuencia <.k los antecedentes inmediatos se provocó 

la revolución de 1910. cuyos móviles principales fueron la permanencia en 

ef poder por más de 30 años del General Porfirio Díaz. además del desa 

rrollo del latifundismo que había ar:ropcllado frecuentemente el derecho co-
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munal. y con el Plan de San Luis de 5 de octubre de 1910 principia la -

misma. 

El Plan de Ayala del 29 de noviembre de 1911 suscrito por 

Emiliano Zapara, en su texto decía: .. Como parte adicional del plan que -

invocamos hacemos constar: Que los terrenos montes de aguas que hayan 

usurpado los hacendados, científicos o caciques. a la sombra de la justl -

cía penal. entrardn en posesión de esos bienes inn1ueblcs desde luego, los 

pueblos o ciudadanos que tengan sus títulos. correspondientes a esas pro -

pieades, de las cuales han sido despojados por mala fé de nuestros opreso­

res. manteniendo en todo trance, con las armas en las manos. la rnencio -

nada posesión, y los usurpadores que se consideren con derecho a ellos lo 

deducirán ante los tribunales que se establezcan al triunfo de la revolución. 

Carranza y otros revolucionarios tenían una concepción sui 

generis del problema agrario. Las soluciones que se apuntaban eran. des -

de luego, la destrucción del latifundio y la creación de la pequei'la propiedad­

y el ejido, pero de las comunidades agrarias solo Zapata entendía y exigía -

la solución del 1 problema comunal y luchaba contra la propiedad espOrea, -

nacida en los terrenos comunales, el pensamiento Zapatista fué: Respeto -

a la propiedad comunal contra la cual no pueden atentar ni los pequci'los p~ 

pietarios, ni los ejidos. 

A fines de 1914 Carranza reconoció el justo reclamo de los 
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comuneros y tanto como por quitarle la bandera a Zapara que segui"a en 

armas contra el Gobierno Federal, lanza un decreto de viral importan­

cia. porque históricamente, Ja Revolución hace reconocimiento de las -

comunidades agrarias, declarando la nulidad de las enajenaciones verif!_ 

cadas en terrenos perrenecienres a ellos y sei'lalando el procedimiento P!!. 

ra la restcitución de las tierras a los pueblos. 

Carranza con esto quena determinar la condición que ha­

bían de quedar los rerrcnos que se regresaban y se adjudicaban a los pue­

blos y la manera y ocasión de dividirlos entre los vecinos. quiénes entre­

tanto los disputaban en común; éste decreto de la Ley del 6 de enero de --

1915 la cual anallzaremos en el slguienre capítulo. ( 33 ) 

(33) Las Comunidades Agrarias de Fernando Figueroa. -Págs.83 a la 98. 
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INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY DE DISOLUCION 
DE COMUNIDADES RURALES 

CAPITULO ll 

REGULACION Y PRCX:::EDIMIENTO PARA LA CONFIRMACION 
Y TITULACION DE BIENES COMUNALES 

A. - LA LEY DEL 6 DE ENERO DE 1915 

La Ley del 6 de enero de 1915, expedida en el-

Pueno de Veracruz ¡:x>r el señor Venustlano Carranza. Priiner Jefe 

del Ejército Constüucionalista, tiene especial rnievancia dentro de 

la legislación agraria revolucionaria, por ser el primer intento le-

gislativo que tuvo vi~ncia efectiva, y trascendencia en la legisla -

ción posterior, a grado tal, que fué considerada como norma cons-

t:ftucional. 

En los considerandos de esta Ley, se hace una 

síntesis de la injusta situación de los campesinos durante la etapa -

finesecular, provocada por la excesiva e injusta concentración de la 

propiedad rural, que prnpició el regimen legal derivado de la indebi 

da aplicación de la Ley de 25 de junio de 1856, que provocó el despo-

jo de los poblados y comunidades, originando el descontento popular, 

que desenvocó en el movimiento armado de 1910. 
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En uno de sus conside=ndos establece que: 

.. es palpable la necesidad de devolver a los pueblos los terrenos de-

que han sido despojados. como un acto de elemental justicia y corno 

la Qnica forma efectiva de ascgur.:i r la paz y .Je promover el bienes-

rar y rnejornmiento .Je nuestra>< clases pobres. sin que a esto obsten 

los interese..-; creados a favor de las personas que actualmente poseen 

los predios en cueBlión; porque, aparte de que estos intereses no tic-

nen fundamento legal, desde el momento en que fueron establecidos -

con violación expresa de las leyes que ordenaron solamente el repar-

ti.nlienro de los biL-nes comunales entre Jos n1isn1os vecinos. y no su-

enajenación en favor de exrrarios. tan1poco han podh..Jo sancionarse o-

legitimarse esos derechos por una larga posesión. ranto porque las -

leyes antes mencionadas no establecieron las prescripciones adquisi-

t:ivas respecto de esos bienes. corno porque los pueblos a que penen~ 

cían estaban imposibilitados de defenderlos por falta de personalidad-

necesaria para comparecer en juicio ... " ( 34 ) 

Por ello. en su arcfculo l': dcclard nulas todas las 

enajenaciones de tierras. aguas y montes, pertenecientes a los pueblos. 

rancherías. congregaciones o comunidades, hechas por los jefes polí -

ticos. gobernadores de los Estados o cuaJquier.i otra autoridad local. -

en contravención a lo dispuesto en la Ley de 25 de junio de 1856 y de 

( 34 ) Bre·.-e Historia Lle la Hcvoiuc1ón Mexicana <.le jesús Silva lle1"7..og. 
Págs. 169 y 170. 

,. 
{ 
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más leyes y disposiciones re la ti vas; 

11. - Todas las concesiones, composiciones o 

vent:as de tierras, aguas y montes, hechas por la Secretaría de Fo 

mento, Hacienda o cualquiera otra autoridad Federal, desde el pri­

mero de diciembre de 1876, hasta la fecha, con las cuales se hayan 

invadido y ocupado ilegalmente los ejidos, terrenos de repartimien­

to o de cualquiera otra clase, pcnenecientes a los pueblos, ranche­

rías, congregaciones o comunidades, y 

111. - Todas las diligencias de apeo o deslinde 

pract:icadas durante el período de tiempo a que se refiere la fracción 

anterior, por compañías, jueces u otras autoridades, de los Estados 

o de la Federación, con las cuales se hayan invadido y ocupado, ile­

galmente, tierras, aguas y montes de los ejidos, terrenos de repa~ 

miento o de cualquiera otra clase, pertenecientes a los pueblos, ran­

cherías, congregaciones o comunidades. 

En su articulo 2~establece: " La división o repa_E 

to que se hubiere hecho legítimamente entre los vecinos de un pueblo -

ranchería. congregación o comunidad, y en la que haya habido algún vi­

cio, solamente podrá ser nulificado cuando así los::> liciten las dos terc~ 

rn.s partes de ªf'llY~llos vecino~ o de sus caus3habit.:ntes; y en et 3~ - Los 

pueblos que necesitándolos, carezcan de ejidos o que no puJien.:n lograr 

su restitución por falta de títulos, por imposib1l1Jad Je identificarlos o-
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porque legalmente hubieren sido enajenados, podrán obtener que se 

les dote del terreno suficiente para reconstituirlos conforme a las-

necesidades de su población, expropiándose por cuenta del Gobierno -

Nacional, el terreno indispensable para ese efecto, del que se encuen 

t:re inmediatamente colindante con los pueblos int:crcsados. 

Y finalmente en el artículo 11 .. - " Una Ley regla-

menearla determinará la condición en que han de quedar los t:errenos -

que se devuelvan o se adjudiquen a los pueblos y la manera y cx:asión -

de dividirlos ent:rc los vecinos, quienes entre tanto los dlsfrut:arán en-

común"-

De lo expuesto se ingiere que el propósit:o funda -

mental de esta Ley es la de devolver a los pueblos y comunidades sus 

tierras, para cumplir la finalidad que se habían propuesto de que se 

pudieran ··desarrollar plcnan1entc su derecho a la vida y librarse de -

la servidumbre económica a que está reducida; es de advertir que la -

propiedad d<: las tierras no pertenecerá al común del pueblo, sino que 

ha de quedar dividida en pleno dorninio, aunque con las li111itaciones ne-

cesarías para '-"·itar que ávidos especuladores particularn1cnte extran-

jeras, puedan facihnente acaparar esa propiedad, como sucedió casi -
r 

invariablemente con el repartimiento legalmente hecho de los ejidos y 

fundos legales de lo"s pueblos, a raíz de la Revolución de Ayutla ( 35 ) 

( 35 ) Ob. cit .. Pág .. 171 
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Para concluír, cabe sei\alar que en el Tuxto Primitivo 

del artículo 27 Constitucional en su fracción VI, se hacía referen 

cia expresa a la Ley del 6 de enero, respecto a los poblados que 

guardan el estado comunal, lx>squcs y aguas que les pertenezcan, 

o que se les haya restituido o restituyeren por eso, se ha indica-

do que: El Dec=to de 6 de enero de 1915, t.iene vit.al importancia-

para nuestro estudio, porque históricamente, la Revolución hace-

un reconocimiento de las comunidades agrarias. declarando la nu 

Udad de las enajenaciones verificadas en t.er=nos pertenecientes-

a ellas y sei'\alando el procedimiento para la restitución de las --

tierras a los pueblos. " ( 36 ) 

B). - EL ARTICULO 27 CONSTITUCIONAL, SUS REFO~ 

MAS Y LOS CODlGOS AGRARIOS DE 1934, 1940 .y-

1942. 

En el texto original del artículo 27 de la Constitución -

Política de los Estados Unidos Mexicanos. en su fracción VI seña -

laba que Los condueñazgos. rancherías, pueblos, congregacio -

nes, tribus y demás corporaciones de población que de hecho o 

por derecho guarden el est.ado comunal tendrán capacidad para 

disfrutar en común las tierras. bosques y aguas que les pert.enez -

( 36 ) Las Comunidades Agrarias de Fernando Figucroa. - Pág. 101. -
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can o que se les haya restit:uído o restit:uyeren, conforme a la -

Ley de 6 de enero de 1915, ent:re canco la Ley det:errnina la mane 

ra de hacer el repartimient:o ímicamenre de las tierras. " ( 37 ) 

De la fracción transcrit:a, se advie rt:e que en 

la redacción primit:iva del art:ículo 27, se hacía referencia a di ver 

sos derechos ele propiedad comunal con cvidcnt:e relación a la anti-

gua definición existent:e desde la Epoca Colonial, designadas posee-

riorment:e Catcgorfas Políticas y en ellas se hace una referencia a 

la Ley Ap:;raria del 6 de enero de 1915, que de acuerdo con esca dis-

posición constitucional hace entender que dicha Ley no solament:e ~ 

guiaba la dotación de tierras con,o scf1alaba. en sus considerandos, -

sino que principaln1ente se refería tan1bién a la dotación de los bie-

nes comunales de las ant:igua,; con1unidadcs, en la primera parce de 

la fracción Vil del dispositivo constit:uc:ional que se cornent:a, señala 

que ••Solamente las corporaciones a que se refieren las diversas frac 

clones ll,IV,Vy VI tendrán capacidad para t:ener en propiedad o ad -

minist:rar bienes raíces, los necesarios para el desempeño de sus fun 

cienes, definición que aún se conserva. 

El párrafo t:ercero de la mencionada fracción 

37 Const:it:ución Polít:ica de los Est:ados Unidos lvlexicanos, Ex -
pedida el 31 de enero de 1917. - Págs. 15 y 16. 
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VII establecía una serie de disposiciones, que posteriormente fue 

ron derogadas al reformarse el aróculo 27. 

En efecto, establecía que .. Se declaran nulas­

codas las diligencias, disposiciones, resoluciones y operaciones de 

deslinde, concesión, cornposición, sentencia, transacción, enajen!!_ 

ción o remare que haya privado toral o parcialmente de sus tierras, 

bosques y aguas a los conduenazgos, rancherías, pueblos. congreg!!_ 

clones, tribus y dt:n1ás corporaciones de población que existan toda­

vía, desde la Ley de 25 de junio de 1856: v del mismo modo serán n!!_ 

las codas las disposiciones, resoluciones y operaciones que rengan l!!_ 

gar en lo suc:.esivo y produzcan igüalcs efectos. I:.n consecuencia. to­

das las tierras, bosques y a~uas de que hayan sido privadas las cor­

poraciones referidas, serán restituidas a éstas con arreglo al decre­

to de 6 de enero de 1915, que continuará "'n vigor como ley conscituci~ 

na!. En el ca3o de que, con arreglo a dicho decreto no procediere, 

por vfa de restitución, la adjudicación de tierras que hubiere solicita­

do alguna ;je las corporaciones mencionadas, se le dejarán aquellas 

en calidad de dotación sin que en ningún caso deje de asignársele -

las que necesitare. Se exceptúan de la nulidad antes referida, úni -

carnente las t:ierras que hubieren sido tituladas en los repartimien-
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tos hechos a virt:ud de la citada ley de 25 de junio de 1856, o -

poseídas en nombre propio a t:ítulo de dominio por más de diez 

ai'\os, cuando su superficie no exceda de 50-QO-OO hectáreas. -

El exceso sobre esa superficie deberá ser devuelto a la comu-

nidad, indemnizando al propietario. Todas las leyes de rcstit:u-

ción que por ,.i rtud de este precepto se dcc reten. serán de in 

mediata e1ccución por la autoridad adnlinistrativa. Sólo los -

miembros de la con1unidacl tendrán derecho a los terrenos e.le re-

partimientos y serán inalicna.bh.:s los derechos sobre los mismos -

terrenos micnrras ¡:x!rrnanczcan indivisos, así cotno tos de. propi~ 

dad, cuando se haya hecho el fraccionantiento. '( 38 ) 

Por decreto de 30 de diciembre de 1933, publi-

cado en el Diario Oficial de la Federación del 10 e.le enero del año-

siguiente, se reformó el artículo 27 e.le la Constitución Política. y en-

t:re estas reformas se modificó lo relacionado a las comunidades, se 

i'\alando la fracción Vil, pasó a ser la fracción VI, y la original frac­

ción Vl pasó a ser la V 11 en la que establecía" Los núcleos de pobla -

ción que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, ten -

( 3 8 ) Ob. Cit. Pág. 17. 
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drán capacidad para disfrutar en común las tierras, bosques y 

aguas que les pertenezcan o que se les haya restltuído o restitu -

yeren. •• 

Como se advierte en esta reforma se suprimió 

la enumeración de las diversas categorías de ¡:x:>blados que se susti­

tuyeron ¡:x:>r el concepto jurídico de núcleos de ¡:x:>blación. 

En la fracción VIII señala que se declaran nulas­

todas las enajenaciones, todas las concesiones, corn¡:x:>siciones o ven­

tas, todas las diligencias de apeo o deslide, transacciones, enajena -

ciones o remates de tierras, aguas y montes pertenecientes a los pue­

blos, rancherías, congregaciones o comunidades hechas por los jefes, 

políticos, gobernado=s por las Scc=tarías de Fomento y Hacienda 

por compañías, jueces o autoridades de los Estados o de la Federa 

ción, en contravención a lo dispuesto en la Ley de 25 de junio de -

1856 y demás leyes y disposiciones relativas, exceptuando únicamente 

las cierras que hayan sido t:ituladas en los repartimientos hechos con­

~pego a dicha Ley o post:ídas en nombre .propio o título de dominio -

por más de 10 años cuando su superficie no exceda de 50-00-00 hectá­

reas. Por último en el artículo transitorio único, se abrogó la Ley del 

6 de enero de 1915 y sus reformas. 

Por Decreto del 24 de noviembre de 1937. publicado 
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en el Diario Ofi~ial de la Federación del 6 de diciembre de 1937, se_ 

reformó la fracción VII del ax-Lfculo 27 Constit:ucional lo que actual­

mente const:ituye su párrafo segundo '"Son de jurisdicción federal, -

todas las cuestiones que, por límites ..Je terrenos comunales, cual -

quiera que sea el origen de éstos, se hallen pendientes, o susciten­

ent:re dos o más núcleos de población. El Ejecutivo Federal se avo­

cará al conocimiento de dichas cuestiones y propondrá a los interes!!_ 

dos la resolución definit:iva de las nlismas. Si estuvieren conformes, 

la proposición del Ejecut:ivo tendrá fuerza de resolución definit:fva y -

será irrevocable; en caso contrario, la parte o partes inconformes ~ 

drán reclamarla ante la Suprema Corte de justicia de la Nación, sin 

perjuicio de la ejecución inmediata de la proposición presidencial." 

" La Ley fijará el procedinliento breve conforme­

el cual deberán t:ramitarse las mencionadas cont:roversfas." 

De lo anterior se desprende: 

a) Tcxlos los bienes del núcleo de población que 

guarden el estado comunal pueden disfrutarse en forma común. 

b) Las cuestiones que surjan por conftlctos de lí­

mites de bienes comunales. son de jurisdicción federal. 

c) La resolución del Presidente de la República, es 
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una simple proposición a los interesados, en tanto ellos dan su canfor 

midad con la cual adquiere carácter definitivo. 

d) Las partes inconformes pueden ocurrir ante -

la Suprema C~rte de Justicia de la Nación. 

e) La Reclamación que se haga de la resolución -

presidencial ante la Corte, no es obstáculo para que se ejecute de inm~ 

diato la proposición presidencial. En esca part:e el Texto Constitucional, 

da margen a que se acentúe el conflicto al autorizar la ejecución inme -

diat:a, de lo que, él mismo considera una proposición, y que por tanto -

no es t:odavía definitiva. ( 39 

El Juicio de Inconformidad deberá promoverse den-

t:ro de los qujnce días siguientes a la not:ificación de la resolución que s~ 

bre conflictos de límites se dicte, ante la Suprema Corte de Justicia de -

la Nación. 

Este se lleva a cabo cuando los núcleos de población 

en conflicro no estan de acuerdo con la resolución dictada por el Presi-

dente de la Repúbl lea, mediante demanda que por escrito presenten los-

representant:es de los poblados. 

La Secretarla de la Reforma Agraria anees Departa-

mento de Asuntos Agrarios y Colonización y la cont:raparte, tendrán un -

( 39 ) Las Comunidades Ap:rarias de Fernando Figueroa. -Págs. 122, 123. 
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término de 15 días para contestar la demanda y 30 días para presentar 

pruebas si se estim::i conveniente podrá ampli::irse hasta 60 días. La -

Suprema Corte de justicl::i de la Nación. está facultada para suplir las­

deficiencias de l::i demanda y los escritos presentados por el núcleo in­

conforme y la contraparte. Concluí.Jo dicho término. se otorga a las -

partes cinco días para presentar a leg::iros. después la Corte deberá di~ 

tar la resolución correspondiente dentro de los 15 días siguientes a la­

expiración del térn1íno de aleg.·nos. 

La sentencia deberá expresar cuáles c.Jc los punros 

del fallo presidencial se confirman. revocan o modifican, notificándose 

a las parres para su ejecución. 

Ahora bien. el Licenciado Raúl Lcmus Carera. afi.E_ 

ma que desde el punto de vist::i de la t:écnica jurídica en realidad el juicio 

de Inconformidad es un juicio específico y una segunda inst:ancla del pro­

cedimiento de conflicto por límites de bienes comunales porque la Secre­

taría de la Reforma Agraria. es un órgano adrninistrativo y la Suprema­

Corte es un órgano jurisdiccion::il. aden1ás de que la naturaleza jurídica 

de ambos órganos es diferente mientras uno es una l::>ependencia del -­

Ejecutivo Federal. el otro no lo cs. sino que forma parre del órgano Jud!. 

cial. 

EL CODIGO AGRARIO OE 1934. 
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Este Código Agrario fué expedido por el PresidC!!. 

te Abelardo L. Rodríguez, el 31 de diciembre de 1933, y fué publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el 22 de abril de 1934. Aunque en 

este ordenamiento legal se pretendió organizar y comprender toda la -

legislación agraria, solo reguló lo relacionado a los ejidos pero omitió 

ocuparse de la Comunidad Agraria, sólo hace una breve referencia a la 

restitución de tierras, pero aslmilllndola al sistema cjidal. Por tanto -

este ordenruniento legal no tiene ninguna trascendencia respecto al tema 

que aquí se trata. 

EL CODlGO AGRARIO DE 1940 

El Código Agrario de 1940, expedido por el General 

Lázaro Cárdenas, el 23 de septiembre de 1940, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 29 de oct:ubre s iguient:e, fué el primer orden!!_ 

mient:O legal en que se regula lo rclat:ivo a las comunidades agrarias; en­

efect:o en los artfculos 109, 110 y 111 est:ablece sus disposiciones relat:ivas 

a bienes comunales. 

Dichas disposiciones sei'\alan que los nacleos de po­

blación que guardan el esuido comunal, t:lenen derecho de disfrutar en C2_ 

mún de los bienes que la comprenden, debiendo el Presidente de la Repú­

blica, sei'\alar de acuerdo con las disposiciones del Código, la organiza -

ción, aprovechamiento y régimen, de explot:ación de los bienes comuna­

les par.i obtener su mejor aprovccharnient:o de los n1ismos. 
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El .núcleo de población por mayoría de sus com~ 

nentes y la aprobación de la Dirección e.le Organización Agraria Ejidal 

podri cambiar el régimen comunal por el cjidal, dicho cambio se ins­

cribe en el Registro Agrario Nacional. 

Se les otorga a las Comunidades Agrarias,prefe-

rencias para obtener del Gobierno Federal, concesiones sobre bienes 

que pertenzcan a la Nación y para aquéllos que sean afectados a serv!_ 

cios públicos. 1--os trámites que en relación a lo n1ismo se necesiten, -

deberán simplificarse y facilitarse a las connmidadcs, oyéndose siem-

pre al Departamento Agrario y al Departamento de i\suntos Indígenas. 

En el Libro Quinto se establece por vez primera -

el proccdimient:o que debe seguirs..: para la titulación e.le los bienes co-

munalcs, regulándose también lo relativo al conflicto ¡x1r límites, aco.E_ 

de con la adición hecha en la fracción VII del artículo 27 de la Constltu-

ción General de la República hecha en el ai'io de 1937. 

Se scnala que el l:>epartan1cnto Agrario de oficio o a 

petición de parte, iniciará los procedimientos para titular las propieda -

des que no tengan conflicto de linderos, debiendo el poblado interesado-

nombrar representantes, un propietario y un suplente que intervendrán-

en la tramitación del expediente aportando títulos de propiedad y demás-
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documentos que estimen necesarios; y en el caso de conflictos de hecho 

o ele derecho por ümires de los terrenos comunales entre si o entre ej!_ 

dos el Departamento Agrario de oficio o a petición de parte se encar 

gará del conocimiento de éstos. 

Dicha autoridad se encargará de hacer todos los 

estudios, tanto sociales, históricos, como económicos, de los núcleos 

de.población ya sea para titular o para resolver el conflicto de los lf -

mices. 

Veintitres ai'ios después de que en texto Constituci~ 

nal se habló de los bienes comunales, fué regulada la situación de ellos 

por la ley, si bien de una manera pobre que no significó como adelanto­

en nuestra materia. 

Las disposiciones agrarias imperfectas al regular­

los bienes comunales, respecto de los cuales no existen criterios lega -

les que facilüen su regulación rápida, sino que por el contrario las 017!.! 

siones, contradicciones y absurdos son frecuentes y un problema que~ 

be ría ser sencillo, es llevado a extremos que obviamente perjudican a -

un import:antfsimo sector campesino ( 40 ) 

CODlGO AGRAHIO DE 1942 

Este Código Agrario fué expedido por el Presidente 

Manuel Avila Camacho, el 31 de diciembre de 1942, publicado en el Dia-

( 40) Las Comunidades Agrarias de Fernando Figueroa. - Pág. 125. 
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río Oficial oo la Federación el 27 de abril de 1943, reguló de manera 

más amplia lo rclarivo a bienes comunales, señalando que éscos tie­

nen capacidad para disfrucar en común de las cierras, bosques y aguas 

que les pcrrcnezcan, o que se les hayan rcscieui:do o restituyeren, ce -

niendo las mismas preferencias que los ejidos_ 

En esce Código se erara de equiparar el régirnen­

de la comunidad al de los bienes ejidales, con lo cual obvíamence se l!_ 

mima las comunidades, por rcner un régimen jurídico conscitucíonal­

dJference y una siruación de hecho rambién diferenciada del régimen 

ejidal. 

También debe ser1alarse que con esca equiparación 

en algunos aspcccos rcsulra beneficiada la comunidad, cales como lo 

dlspuesco por el articulo 139 que escablccía que todos aquéllos actos 

que tiendan a privar rotal o parcialmente a los núcleos de población son 

inexiscentes. 

Asimismo, las disposiciones sobre el procedimie_!! 

co de titulación de bienes comunales y Jo relacivo a los conflictos por 

limites de bienes comunales se regula de una manera más amplía, per­

sistiendo algunas lagunas y en algunos casos disposiciones contradicto -

rías. 

El Procedimienro de Tieulación y Co!'lfirma;;ión de 
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Bienes Comunales se lleva a cabo de oficio o a petición de parte, de-

biendo elegir el núcleo un propietario y en suplente para la trarnita -

ción del 1nisn10, presentación de los títulos de propiedad y todas las-

pruebas que se consideren necesarias. 

El Departaniento Agrario recaba todos los docu -

n1entos necesarios y lo verifica sobre el terreno y si concuerdan die-

tará una órdcn de inscripción del bien comunal en el Registro Agrario 

Nacional y en el Registro Públk:o de la Propiedad correspondiente. 

En caso de que no existieran títulos o no se pudie-

ra determinar el úrea o la localización de la propiedad comunal.el ~ 

partamento Agrario se encargaría de recabar datos para levantar la -

planificación correspondiente; con intervención del Departamento de -

Asuntos Indígenas por un plazo de 10 días para exponer lo que a su de-

recho conviniera. 

Transcurrido el plazo, dictaminará el Cuerpo Co!!_ 

sultlvo Agrario y el Depanamento Agrario formularía el proyecto de -

resolución presidencial correspondiente, el cual sería puesto a consi-

deración del Presidente de la República. 

El mismo procedimiento se sigue para la tramita-

ción de los conflictos por límites de bienes comunales, solo que en es-
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te caso intervienen los rx-prcsencnnccs de los núcleos que rienen pr~ 

blemas en relación a los linderos de las superficies que poseen. 

aporcando coda clase de pruebas p .. 'lrn su solución. El proyecto de 

resolución prcsh.Jcnt.:ial ...:ontcndrá Ja ,Jccísión del conflicto por lími­

tes determinando Ja extensión y locaJizaciún <..Je las rierras. pastos -

y montes que pertenezcan :i cada uno de los poblados en litigio. Ias­

supe rficics corrcspondic:ntcs ~ la zona urbana y los volúmenes de 

aguas que correspondan a cada pohlaLio y la forn1a de aprovcchamie!!_ 

(OS. 

C) LEY FEDERAL DE HEFOH1v1A AGRAIUA DE 1971 

La Ley Fe.J·2 ral de Hcforn1a Agra ria en su parce 

susmnc:iva, al re~lar Jo rclncívo a Bicnt..'s Co111unalcs. solo dos prc­

cepcos. el 267 y el 268 se refk·ren a ello, los cuales son correlati 

vos de los artículos 128 ~· 129 del Có<ligo :\grarío de 1942 derogado; 

con la parciculariLind que en el '1rtkulo 267 en su parte final estable -

ce que sólo los n1Jernbros l .. k: la cornunjc.Jad tendrán derecho a las cie­

rras de repartirnic.-nto que les c.:orrcsponLian y disfrutar Jos bienes en 

común;sell.aJ.:indu .:i cunlinua~iún qu·:! st. .. consi~.J.:?r¡J 1201110 integrances de 

una comunidad al campe.sino que reunicnc.Jo los requisitos estableci 

dos para ser eJídatarios en el artículo 200 de la 1nisn1a Ley. si ade­

más es originario t...Jc ella cun rt:sidcncia 1nínin1a de 5 afios ~onforrne­

al censo que Licberán levantar las autoridades agrarias, Liisposición -
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que constituye una irnp<>rt:ante innovación, que permite en parte, de­

limitar los derechos de los integrantes de una comunidad, lo cual no 

se hacía en el Código anterior. 

En can-.bio, en cuant:o atañe a la evolución del 

Procedimiento de Reconocimiento, Tit:ulación y Deslinde de Bienes -

Con-.unales, la Ley Federal de Reforrria Agraria lo regula con ampli­

tud, int:roduciendo además diversas innovaciones para agilizarlo con­

lo establecido en los artículos 357, 359, 360, 365, etc., en los que -

se amplían plazos. 

Dichos p=ccptos señalan que los procedimientos 

para reconocer y titular los derechos sobre bienes comunales pueden 

iniciarse de oficio o a petición de p:irtc ante la Delegación Agraria c~ 

rrespondiente, debiendo publi..:arsc en el Diario Oficial de la Federa­

ción y en el periódico de la Entidad, donde se encuentren los bienes -

de la comunidad en un plazo clc 10 días. 

Deberá nombrarse a un representante propietario 

y un suplente que se encargarán de la tramitación del expediente, apoE_ 

-cando títulos de propiedad y demás pruebas p:!rtinentes. 

La Delegación Agraria correspondiente dentro del 

término re 90 dfas realizará los siguientes trabajos: 
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Levantar censo general de comuneros, localiza­

ción de la propiedad comunal y elaboración de planos, y la verifica 

ción de datos que comprueben la pnsesión y actos de dominio una vez 

realizados se meaba la opinión del Instituto Na~ion::i 1 lndígenisca otor 

gando a los interesados un plazo de 30 días para q.JC manifiesten lo 

que a su de rccho convcng::i. 

Tr::inscurrido el plazo se formula un resumen del 

expediente con la opinión correspondiente y se cnví::i a la Secretaría -

de la Reforn~n Agraria la q·~e revis:irá el expediente formulando la 

Resolución Presidencial correspondiente, que se somete a la conside­

ración y fir<na del l'rcsic.!t.:nte de la l~epública, la cual es publicada en 

el Diario Oficial d<.: la Federación e inscrita en el Registro Agrario N~ 

cional y en el Rc¡...'istro Público ck: la Propiedad, ejecutándose por con -

dueto úC la. 1Jclegac1Ó!l /\.g.raria corn .... s¡J01u.Jient<..•. 

También se regula con amplitud lo =lativo al Prt?_ 

cedimiento en los conflictos por lírnitcs de bienes comunales, tanto en 

la esfera administrativa, corno en la judicial, anee la Suprema Corre­

dc jusi:icia de la Nación en el juicio de inconfornüdad. 
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INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY DE DISOLUCION DE 
COMUNIDADES RURALES DEL ESTADO DE NUEVO LEON 

CAPITULO III 

LEY DE DlSOLUCION DE COMUNIDADES RURALES 

ANTECEDENTES: 

A) Aróculo 27. Fracción XVII de la Const:i'tUCión General 

de la República. - establece que: "El Congreso de la Unión y las Legisla-

t:uras de los Estados en sus respectivas jurisdicciones, expedirán leyes -

para fijar la extensión máxima de la propiedad rural y para llevar a cabo-

el fraccionamiento de los excedentes, de acuerdo con las siguientes bases: 

a) En cada Estado, Territorio y Distrito Federal, se fija-

rá la extensión máxima de t:icrra de que pueda ser duei'lo un solo individuo. 

o sociedad legalmente const:ltufda. 

b) El excedente de la extensión fijada, deberá ser fraccio-

nado por el propietario en el plazo que sei'lalan las leyes locales, y las fr~ 

clones serán puest:as a la venta en las condiciones que aprueben los gobier-

nos. de acuerdo con las mismas leyes. 

c) Si el propietario se opusiera al fraccionamiento se lleva 

rá éste a cabo JX>r el Gobierno Local. mediante la expropiación. 

d) El valor de las fracciones será pagado JX>r autoridades -
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que amorticen capital y réditos, a un tipo de interés que no exceda de -

33 anual.· 

e) Los propietarios están obligados a recibir bonos de 

la deuda agraria local para garantizar el pago de la propiedad expropi~ 

da. Con este objeto el Congreso de la Unión expedirá una ley facultando 

a los Estados para crear su Deuda Agraria. 

f) Ningún fraccionamiento podrá sancionarse sin que ~ 

yan quedado satisfechas las necesidades agrarias de los poblados inme -

diatos. Cuando existan proyectos de fraccionamiento por ejecutar, los ex 

pedientes agrarios serán tramitados de oficio en plazo perentorio. 

g) Las leyes locales organizarán el patrimonio de fami -

lia,determinando los bienes que deben constituirlo, sobre la base de que­

sera inalienable y no estará sujeto a embargo, ni a gravamen ninguno (41) 

Todas estas disposiciones se encuentran íntimamente lig!!_ 

das, y puede apreciarse que por medio de ellas los Constituyentes tratan-

de dest:ruir los latifundios e impedir que vuelvan a constituirse. Dicha de_!! 

trucción se llevará a cal:x> mediante el fraccionamiento, de los mismos;ev..!_ 

tando su nueva creación por medio del señalamiento de la extensión máxima 

de que pueda ser dueño un individuo. 

Se hace notar que dicha fracción se refiere exclusivamente 

(41) Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Págs. 53 y 54 
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damente pretende =glamcntarla la Ley de Disolución de Comunidades 

Rurales, al autorizar la división y adjudicación de terrenos comunales 

con tftulos particulares a los miembros de las comunidades, mediante -

la disolución de las mismas. 

Cabe señalar que a los Estados y Distrito Federal, se -

les faculta para que por medio de sus legislaturas se sei'iale la cantidad 

de extensión máxima de propiedad rural, debido a que nadie mejor que 

éstos puede conocer las condiciones geográficas, climatéricas, económi­

cas y sociales de sus estados. 

El sistema latifundista que prevaleció durante la época i.!!_ 

dependiente fué novico parn la Economín Nacional, porque, no satisfacfa­

las necesidades agrícolas del país, debido a que grandes extensiones de -

tierra que perrenecían n un sólo individuo no eran trabajadas regularmente 

e inclusive algunas se encontraban en completo abandono. 

Lo anterior se debía a que los verdaderos propietarios de 

esas grandes extensiones de tierra, no las administraban pP.rsonnlmente si 

no que las entregaban en manos de terceras personas a las cuales no les im 

portaba si éstas producían o no. 

Los duei'ios de estas grandes extensiones de tierra no ernn­

agricultores, sino individuos a los cuales solo les intcresabn como una fuen 
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te de ingresos que les permitiera mantener su posisión económica y so­

cial; y en esa virtud no se percataron del gran problema agrario que se 

suscit:aba en perjuicio de Ja economía nacional; ya que en varias ocasio­

nes se acudió a Ja importación de artículos de primera necesidad para -

satisfacer la demanda. 

Los constituyentes consideraron nocivo el sistema latí -

fundista por el acaparamiento de grandes extensiones de tierra en poder­

de pocos indi\'iduos, la irnprcxlucción de éstas por el descuido de los pro­

pietarios y además de que los carnpcsinos tenían han1bre y sed de justicia; 

es por eso que la fracción XVII del artículo 27 Constitucional trata de aca­

bar con el rnismo scr1alando que deberá de determinarse la máxima canti -

dad de superficie de que se puede ser duei\o, para satisfacer las necesida­

des agrarias de los poblados inmediatos, o sea la repartición de la tierra 

entre los campesinos qu ... • si están dispU<.:stos a trabajarla. 

La máxima extensión que sea señalada por las legislatu­

ras de los estados no puede considerarse corno la pequeña propiedad. ya 

que ésta se encuentra fijada en la fracción XV del citado precepto; es por 

eso que dicha superficie puede ser susceptible de afectación para satisfa­

cer las necesidades agrarias d<:l país. 

Al principio dicha extensión se consideró como pequeña -

propiedad, pero un exán10n cuidadoso de esto demuestra que el inciso a) 

de la fracción XV 11 del ordenamiento legal citado, está relacionado con el 
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párrafo tercero del mismo, que sellala, que se dict:arán las medidas n~ 

cesarías para el fraccionamiento de los latifundios. 

El inciso a) de la fracción citada tiene por objeto obli­

gar al lat:ifundista a fraccionar sus tierras, aún cuando no existan pueblos 

necesitados en las inmediaciones, con el solo objeto de que la propiedad -

quede bien repart:ida; en consecuencia las extensiones fijadas en cada est!!_ 

do y territorio se considerarán con10 no latifundios, pero no corno peque­

i'las propiedades. porque una extensión determinada puede ser dernasiado­

excensa para consldcrárscl"' pequeña propiedad y demasiado corca para 

constit:uir un latifundio. 

Considerar que la máxima extensión fijada por las legisl!!. 

curas de los estados constituye la pequeña propiedad, sería t:anto corno de­

jar la solución del problema agrario en sus nianos; y dicha solución corres 

ponde a la Federación según lo establece el artículo 27 de la Constitución­

General de la República y la correspondiente Ley Federal de Reforma --­

Agraria. que es reglamentaria del rnismo. 

Cabe afirmar que de acuerdo con el artículo 27 Constitu -

cional, es posible la coexistencia de la mediana y la pequeña propiedad, -

claro que la primera subsistirá mientras las exigencias agrarias de los -

poblados que se encuentren dentro del radio legal de afectación, no obli­

guen a reducirla hasta los límites de la pequeña propiedad inafectablc. 
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Como la finalidad de los Constituyentes fué la de crear 

una mediana propiedad fuerte que sirviera de base, y asiento a la naci~ 

nalidad mexicana; cuya existencia legal se encontraría U:nitada hasta -

que las exigencias agrarias del país la reduzcan a los límites de peque-

i'ia propiedad inafcctable; en otras palabras puede considerarse que la 

existencia de la mediana propiedad es transitoria y que en el futuro la 

economía agraria del país quedar:l exclusivamente en manos de los pe -

quedos propietarios y ejidatarios. ( 42 ) 

Ahora bien pretendiendo reglamentar la fracción XVII -

del precepto legal invocado los legisladores del Estado de Nuevo León -

conforme al inciso a) de la misma, tratan de reglamentar lo rnanifesta-

do, en su artículo 23 de la Constitucion Local.Y en el mismo se faculta-

al Congreso para expedir una ley que fijar6. la extensión máxima de ter~ 

no de que pueda ser duefio un individuo o sociedad, e indicará la forma y 

t:érminos en que se ha de fr.:iccionar la excedente. La misma ley determ_! 

nará el modo de disolver las comunidades y organizará el patrimonio de-

la familia; que se considera en su última parte inconstitucional porque co~ 

traría lo est:ablecido en la fracción VII del mult:icit:ado precepto, ya que in-

debidamente involucra a las comunidades agrarias. 

( 42 El Sistema Agrario Constit:ucional. - Lucio Mendieca y Núñez. -
Págs. 141 a 144. 
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B) COl'n"ENIDO Y ANALISIS DEL ARTICULO 23 DE LA 

CONSTITUCION POLITICA DE NUEVO LEON: 

El art:ículo 23 de la Constltuc::ión del Estado de Nuevo 

León, a la letra dice: " La propiedad de las personas no puede ser ocu­

pada sin su consentimiento, sino por causa de utilidad pública y mediante 

indemnización el precio se fijará coino indemnización a la cosa exprcpia -

da, se basará en Ja cantidad que como valor fiscal de '.!lla se fijare en las 

oficinas catastrales o recaudadoras, ya sea que este valor haya sido man_!_ 

fesi:ado por el propietario o simplemente aceptado por él de un modo táci­

to por haber pagado sus contribuciones con esta base. El exceso de valor 

o el demérito que haya tenido la propiedad particular por las mejoras o~ 

terioros ocurridos con posterioridad a la fecha de la asignación del valor 

fiscal será lo único que deberá quedar sujeto a juicio pericial y a resolu 

ción judicial. Esto mismo se observará cuando se trate de objetos cuyo -

valor no está fijado en las oficinas rentísticas. 

Los extranjeros, las asociaciones religiosas denominadas 

iglesias, las instituciones de beneficencia pública o privada y las socieda­

des mercantiles por acciones estarán sujetas, en las adquisiciones de la -

propiedad raíz, a las disposiciones y taxativas enumeradas en el arñculo-

27 ele la Constitución Federal. 

El Estado y sus Municipios tienen derecho para adquirir, -
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poseer y administrar bienes raíces. en cuanto basten a sus necesidades 

y servicios pablicos. 

Una Ley del Congreso establecerá la extensión lnáxima -

de terreno de que pueda ser duei'lo un individuo o sociedad, e indicar.a: la­

forma y términos en que se ha de fraccionar la exceclcnte. La misma 

Ley determinara el modo de disolver las comunidades y organizará el pa­

trimonio de la fam_lJla. 

Puede apreciarse que el precepto regula lo relativo a ex 

propiaciones y a la capacidad para adquirir y poseer bienes raíces; y en 

cuando al aJtimo párrafo será ob;ero de un an'11isis muy amplio sobre todo 

en la parre que esrablcce qu<: una ley dererminará el modo de disolver las -

comunidades; se rrarará de determinar porqué se considera inconstitucional 

la Ley que como rcsulrado del mismo se publicó en el Diario Oficial del Es­

tado el 24 de seprien1bre de 1949, para su debido cumplimiento. 

Pero antes de realizar el estudio correspondiente, se hará 

una breve referencia en lo que concierne a los primeros párrafos del ar 

rrculo que se comenra. 

Cabe afirmar que la expropiación tiene su origen en la Cons 

tirución General de la Hepública en el artículo 27 párrafo segundo. el cual -

establece que Ja misma sólo podr'1 realizarse por causa de utilidad pablica­

y mediante indemnización. 
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El término expropiación es compuesto. se deriva de -

la palabra lat:ina EX que significa fuera de. y PROPIO que penene -

ce al derecho de propiedad de una persona sobre una cosa. significa: 

privar de la propiedad de un bien a su ti tul ar. por moti vos de utilidad -

pública y otorgándole. a cambio, una Indemnización. 

En vin:ud de que el Estado, puede disponer de la propi~ 

dad privada para proveer a una necesidad pública o a las exigencias de-

la defensa social; podernos afirmar que la expropiación es un acto de la 

Administración Pública derivado de una Ley, por medio del cual se pri-

va a los parücularcs de la propiedad mueble o inmueble de un derecho. -

por imperativos de interés. de necesidad o de utilidad pública. ( 43 ) 

En la expropiación, deben de tomarse en cuenca los si-

guientcs factores: a) El interés público, b) Las posibilidades de inde'!!_ 

nización por parte del Estado, c) Los perjuicios que sufrirá. con la ex -

propiación. el particular expropiado. 

El Esta.do está interesado en la expropiación. como tam-

bién en que se indemnice de una manera equicaciva. y oporcuna al perjudi-

cado. pues de otro modo, si no se indemnizara al partieéular por la exprop~ 

( 43 ) El Sistema Agrario Constitucional. - Lucro Mendieca y Núnez. - Pág. 
46. 
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ción. quedaría la propiedad privada al arbit:rio de los gobiernos y la 

incertidumbre en las act:ividades comerciales o indust:riales de la po­

blación, sería en perjuicio de los intereses de la propiedad. 

El párrafo segundo del artículo que se analiza t:ambién 

es consecuencia de las fracciones Il, 111 y IV del artículo 27 de nuest:ra 

Const:it:ución. en las que se lirnita la capacidad de los extranjeros, aso­

ciaciones religiosas denominadas iglesias, las instituciones de benefi -

cencia pública o privada y las sociedades mercant:iles por acciones para 

adquirir, administ:rar o poseer bienes raíces o fincas rústicas, con exceE 

ci6n de aquellas que sean necesarias para realizar su objeto social. 

El párrafo tercero d<:l rnencionado anículo, faculta al -

est:ado y sus municipios para adquirir, poseer y administrar bienes raf­

ees en cuanro basten a sus necesidades y servicios públicos; dicha facul -

t:ad se encuent:ra plasmada en el artículo 27 fracción VI de nuestra Carta 

Magna, toda vez que a los estados la Constitución les ha impuesto limita­

ciones en lo refcrcnt:e a su organización política, en cuanto a impuest:os, -

beneficencia pública y cxras les ha otorgado capacidad para reglamentar­

se librernent:e. 

Por lo que respecta al último párrafo, establece; que una­

Ley del Congreso det:erminará la cantidad máxima de terreno de que pueda 

ser dueño un individuo o sociedad, e indicará la forma en que debe fraccio 

narse el cxcedent:e; cabe afirmar que dicha facultad le fué concedida canfor 



me lo establece la fracción XVll de nuestra Constitución General. 

Ahora bien dicha fracción XVII y el artículo 23 ele la 

Const:it:ución del Estado tenía por objeto como ya se manifestó la de de!!_ 

t:ruír el lat:iñmdismo mediante su fraccionamiento, evitando su creación 

por medio de la fijación máxima de extensión de que un individuo pueda -

ser dueño. 

El sistema latifundista no satisfizo las necesidades agrí­

colas del país, es por eso que se t:omó la medida indicada, ya que dicho­

sist:ema fué nocivo a la economía nacional. 

En relación a la úkima parte del artículo que se comenta, 

establece la misma ley determinará el modo de disolver las comunidades 

y organizará el patrimonio de la familia. Se considera en relación a la 

disolución de las comunidades que dicho precepto es inconst:itucional, por­

que la citada fracción XVll solo se refiere a la propiedad part:icular y de -

ninguna manera puede referirse a la propiedad comunal, que se reglamen­

ta por la misma Constitución de diferente manera, sujct:ándola a un régi 

men legal diferente cuya competencia es exclusiva de la Federación. 

La Legislatura Local del Estado de Nuevo León est:a re -

glament:ando cuestiones que son comperencia de la esfera Federal, ya que 

la Constit:ución General claramente determina en el artículo 27 fracción -

XI que la jurisdicción agraria la ejerce una dependencia directa del Ejecu-
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tivo Federal, o sea la Secretaria de la Reforma Agraria. 

Los Estados tienen poderes y competencias reservadas 

en nuestra constitución. es por eso que no puede ensancharlos, sin que­

previamente se les haya concedido dicha facultad mediante los medios, -

procedimientos y órganos que la misma Constitución establece. 

El artículo 23 de la Constitución del Estado de Nuevo 

León, viola el principio de Suprcmacia adoptado por nuestro régimen in~ 

titucional plasmado en nuestra Constitucion General, porque va más 

allá de las facultades y de la esfera de acción que le fué concedida en la -

misma. ( 44 

La Constitución General, le concede personalidad jurfdi­

ca al esrado como parte integrante de nuestra Federación, pero lo limita 

a ejercer las facultades enumeradas y expresadas en la misma, pudiendo 

hacerse nugatorias las atribuciones que se tomen fuera del círculo de las 

que se les ha reconocido expresamente, como en este caso. 

En esa virtud los estados no pueden pretender mayores -

atribuciones fundándose en antecedentes históricos sociales y políticos.ya 

que solo pueden accuar dentro de la esfera de acción concedida. 

En nuestra Constitución General existe el principio de su-

( 44 ) Derecho Constitucional l\i1exicano de Miguel Lanz Duret. -Pág. 4. 



• 67 • 

tordinaci6n de los actos legislativos y respecto a ésta todas las leyes 

para formar parte de la misma, deben emanar de ella, esto es deben 

tener su fuente en la misma. 

Como nuestra Carta Magna tiene superioridad sobre t~ 

dos y cada uno de Jos órganos de poder, de Ja Ley que los crea y los d~ 

ta de competencia. y una sumisión de todas las autoridades y del propio 

pueblo, resultan inválidos los act:os que se realicen fuera de las atribu-

clones y faculcades que la misma señala. ~5) 

La consecuencia inmediata de la Supremacia de la Cons-

t:i'tUCi6n es el principio de Legalidad y :-nediante éste se disfruta de segu-

ridades y garantías; cuya finalidad es la de evitar la arbitrariedad y ca-

pricho de los funcionarios públicos, cuanto porque establece con preci­

sión y fijeza el número de órganos del estado y las atribuciones de cada­

uno de ellos y las limitaciones de las facultades de que le son conferidas. 

(46) 

El artículo 23 de la Constitución del Estado de Nuevo -

Le6n al establecer que se dictara una Ley que disolvieran las comunida -

des, se sale de las atribuciones y facultades que le son conferidas por 

nuestra Constitución, ya que lo concerniente a la regulación agraria es 

(45) 
(46) 

Derecho Const.itucional Mexicano de Felipe Tena Ramírez. -Pág. 19 
Derecho Const.itucional Mexicano de Miguel Lanz Durct. - Pág. 6. 
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competencia Federal. por lo t:ant:o t:ambi6n se viola ese principio de Le 

galldad consagrado en el ordenamiento legal multicitado. 

El an:fculo 23 citado en el párrafo superior excede a lo 

dispuest:o por la fracción XV 11 y basándose en principios liberales y an!!_ 

crónicos y en ablert:a oposición a las disciplinas constitucionales. pre 

tende asimilar a la propiedad comunal. con la propiedad panicular. 

El poder legislativo común no puede a los art:ículos esL!!_ 

blecidos en nuestra Ca rt:a Magna derogarlos. ni reformarlos. ni ir rnás­

alUi de las facultades que le son conferidas.esta restricción es la mayor 

garant:ía del principio de legalidad. 

La Const:it:ución General le concede personalidad jurídica 

a los esrndos como una parte integrante de la Federación, pero los limi -

ca a ejercer las facult:ades enumeradas y expresas en la misma. pudiendo­

hacer nugatorias las atribuciones que se tomen fuera del círculo recono -

cido expresamente corno en el caso que se analiza 

Para concluir cabe afirmar que los Estados surgieron del 

Régimen Federal creado por la Constitución de 1824. hasta la fecha en vi­

gor; ést:os se encuentran sujetos a las restricciones que nuestra Constitu­

ción General les impone a su capacidad corno entidades federativas. inter­

viniendo en 1.ma forma directa y eficaz. 
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C) LEY DE DISOLUCION DE COMUNIDADES RURALES: 

El antecedente inmediato de Ja Ley de Disolución de" Co­

mllllidades lo localizamos en el artículo 23 Constitucional del Estado de 

Nuevo León, mismo que fué analizado en el inciso anterior la cual es de 

fecha 2 de junio de 1949, publicada en el Diario Oficial del Estado el 24-

de septiembre del mismo año. 

Indudablemente el artículo 23 de la Constitución local 

del estado multicitado y Ja Ley que como producto del mismo se expidió 

pugna con lo dispuesto en el artículo 27 fracción Vll de la Constitución Ge 

neral de la República que a la letra dice: 

" Los núcleos de población, que de hecho o por derecho -

guarden el estado comunal tendrán capacidad para disfrutar en común de 

la tierra, bosques y aguas que les pertenezcan, o que se les haya resti -

roído o restituyeren. 

Son de Jurisdicción Federal todas las cuestiones que por 

lfmites de terrenos comunales, cualquiera que sea el origen de éstos, 

se hallen pendientes, o se suscit:en entre dos o más núcleos de población. 

El Ejecutivo Federal se avocará al conocimiento de dichas cuest:iones y -

propondrá a los interesados la resolución definitiva de las rnisrnas. Si 

est:uvieron conformes, la proposición del Ejecutivo tendr:1 fuerL:a de reso­

lución definitiva y será irrevocable; en caso contrario, la parte o partes -

$5$ 
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inconformes podrán reclamarla ante la Suprema Corte de jusl:icia de la 

Nación. sin perjuicio de la ejecución inmediata de la proposición presi­

dencial.•• 

La institución de la comunidad rural. tiene su antece -

dente mAs remoto en el calpulli sistema que imperó antes de la época c~ 

lonial y del cual ya hemos hablado ampliamente; y que en la época colo -

nial fué respetado por las distintas <.lisposiciones que al efecto se expidi~ 

ron. determinAndose así la naturaleza jurídica de las tierras comunales, 

las cuales son inalienables. i111prescriptibles e inembargables. cabe acl~ 

rar que durante esa ópoc:a se denon1inaban tierras de común rcpartin1ien­

to. tierras de parcialidades indf~nas o tierras de comunidad. 

La propiedad comunal a sufrido diversas denominacio -

nes o modalidades a través del tiempo rnc_'is sin ernb..'1.rp;o su naturaleza ju­

rídica no cambia; así po.Jernos apreciar que los Constituyentes en el texto 

primitivo del artículo 27 fracción \'I (hoy VII ) estipuló: º'Condueñazgos. 

Rancherías. Pueblos. Congregaciones. Tribus. y demás corporaciones­

de población que de hecho o por derecho guarden el estado con1unal, ten­

drAn capacidad para disfrutar en común las tierras, bosques y aguas que 

les pertenezcan o que se ks haya restitufdo o restituyere.·· 

Puede apreciarse en el mismo que los conduei'\azgos. 

rancherías. pueblos. congregaciones y tribus se consideran propiedad co 

munal y que en 1933 por decreto del 9 de enero de 1934, los constituyentes 
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al reformar el art:ículo 27 fracción Vl, desde entonces Vil adoptan el 

nombre genérico del Núcleo de Población que engloba a las anteriores. 

De acuerdo con los antecedentes coloniales se entien­

de por Pueblo, todas aquellas localidades de cierta magnitud econ61ni­

ca y demográfica; por Rancherías. agrupamientos de familia con po~ 

sión particular de las parcelas para los efectos de su cultivo, pero vi­

viendo el estado connmal en sus relaciones internas. La Congrega 

ción se considera con10 una localidad rural que en su origen se forrnó­

en virtud de disposiciones espai'lolas dictadas para congregar o reducir 

a una con1unidad a pequei\os grupos para una mejor organización. Se -

consideraron como Tribus a los grupos indfgcnas en los que pcrsistía­

la forma de organización prehisberica. Por Conducl1azgos se encuen -

eran dentro de los grupos indomestizos que en la época inicial de la re 

volución había alcanzado el nivel de la propiedad comunal Titulada. 

Con posterioridad nuevamente es reformado el artl"cu -

lo 27 Constitucional en su fracción Vll. según decreto del 24 de noviem­

bre de 1937, pubicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de di - -

ciembrc del mismo ai\o, en el que se señala: " La ley fijará el procedi­

mient:o breve conforn1e el cual deberán tramitarse las mencionadas con­

t:roversias•·; las cuales se presentan cuando existen conflictos sobre los­

líniitcs entre terrenos de con1unidades. 

I1icho prc.x:cUirniento nuestra .Ley Fcl...k..::ral de Reforn1a-
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Agraria en vigor lo reglamenta en los artículos 367 al 378 inclusive en 

los que se señala que el mistno se iniciará de oficio o a petición de pa_!: 

te ante la Delegación Agraria, en el mismo se otorgan plaz°"' tanto a 

los interesados para presentar títulos que acrediten los derechos de 

los miembros de la con1unidad. así con10 también para que las autor!- -

dades agrarias dictamen sobre el expediente y ponga a consideración -­

de la mt\xinu1 autoridad agraria. el Presidente de la República, un pro­

yecto de resolución presidencial el cual si es aprobado es irrevocable. 

La finalidad del artículo 27 fracción V 11 es la de proteger 

a los núcleos de población que guardan el estado comunal; y la Ley de DJ. 

solución de comunidades va en contra de esa finalidad, en virtud de que­

desintegra las con1unidades sin seguir procedirnienro alguno. sino median 

te el arbitrio del ejecutivo del esrado el que en el artículo 23 de la Consti 

tución local su1era al procedimiento de disolución a las comunidades sin­

antes ser oídas y vencidas en juicio. lo anterior trae aparejada la viola -

ción al artículo 14 de la Constitución General de la República. 

El artículo 14 Constitucional contiene el principio de Lega­

lidad, que como se señaló es violado por la Ley de Disolución de Comuni­

dades Rurales y el artículo 23 de la Constitución local que le dió origen el 

cual ya fué analizado en e 1 inciso que antecede. 

Ahora bien la Ley de Disolución de Comunidades Rurales, 
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trata de rcglamcnt:ar una materia que es compet:encia de la Fedcrnción 

según lo cst:ablecc la fracción XI del artículo 27 Constitucional; ama­

yor abundamiento cabe sei'lalar que va en contra también de Jo precep -

ruado en la fracción VII del mismo precepto; en esa virtud se considc -

ra inconstitucional por tratar de reglamentar dentro de Ja esfera de la­

Federaci6n. que es una de Jas restricciones que nuestro sistema le il'!!.. 

pone. además de ir en contra de Jos principios normativos que establece. 

DL-ntro de esta Ley se pretende incoq>orar Ja propiedad c_g 

munal al régimen de propiedad individual; lo cual es absurdo ya que am -

bas se encuentran rL-guladas por materias diferentes, no pudiéndose unir 

la una con la otra debido a que la naturaleza jurídica de an1bas es diferen­

te; mientras que la primera es inalienable, imprescriptible, e inembarga­

ble, la otra no lo es, sino que se ejerce un poder absoluto sobre la propi~ 

dad con las características del jus utendi, jus fruendi, y el jus abutendi. 

Dichas características fueron adoptadas desde la época del 

Derecho Romano el cual establecía que el derecho de propiedad constaba -

del jus utendi o usus facultad de servirse de una cosa y de aprovecharse -

de los servicios que rinda; el jus fruendi o fructus, el derecho sobre fru -

tos o productos; y el jus abutcndi o abuso, el poder de disponer hasta la­

consumación de la cosa o de su enajenación. 

l:.stas tuvieron una gran influencia en el Derecho Españolr 



• ;>4 

y esce mismo espíricu romanista se presentó durance la conquista de -

las co!onias de América, en codas las disposiciones legislativas que al 

respecto fueron dictadas. 

No obstante Jo anterior, éstas disposiciones se mezcla 

ron con las instituciones de Jos aborigenes habiéndose formado una Je 

gislación que aceptaba canto a la propiedad individual como a la propie -

dad en forma de comunidad agraria que era la que imperaba en ese en -

ronces. 

La Constitución de 1857. se olvida que en nuestro régimen 

se aceptaba tanto el concepto romanista de propiedad como la forma de -

propiedad agraria y en el artículo 27 de la misma establece el derecho de 

propiedad como garantía individual apeg<indosc a la doctrina Romanista 

mediante la cual se ejerce un poder absoluto de la propiedad; y se olvida 

de las Comunidades Agrarias mismas que durante la vigencia de la misma 

desaparecen. 

Trata de resolver el problema agrario a través de la colo­

nización de terrenos baldíos, del respeto del Derecho de Propiedad de los 

latifundios, de la desaparición de las comunidades agrarias y la privación 

de su personalidad jurídica para tener tierras, de la conversión de los co­

muneros en propietarios individuales. 

El criterio adoptado por el artículo 23 de la Constitución del 
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Esmdo de Nuevo León y la Ley de Disolución de Comunidades Rurales 

es el de la ConsUruclón de 1857. que en su artículo 27 declara su con­

ccpt:o de propiedad como una garant:ía individual, reiterando los prlnc_! 

pios de la Ley de [)csamonización del 25 de junio de 1856 en la que en­

su aróculo 3~ establece que bajo el nombre de corporaciones se com 

prenden todas las comunidades religiosas de ambos sexos, cofradias y 

archicofradias, congrcg.-.ciones. hermandades, parroquias, ayuntamie!!_ 

t:os, colegios y en general todo establecimiento o fundación que tenga el 

caráct:er de duración perpetua o indefinida. 

Esta Ley se interpretó en perjuicio de las comunidades 

agrarias, que se consideran como corporaciones civiles y con base t:n 

lo mismo ést:as perdieron su personalidad, sus derechos y sus tierras. 

Lo anterior es reiterado por la Constitución de 1857 al re_ 

conocer la incapacidad de las corporaciones civiles para adquirir o adm!_ 

niscrar bienes raíces. en consecuencia dejan de ser dueños los miembros 

de las comunidades agrarias y desaparecen las características de la pro­

piedad agraria al confirmarse la ent:rega de las tierras en manos de quie­

nes la detentaban, pero en calidad de propietarios particulares desapare­

ciendo el sistema proteccionista al indígena al suprimirse el régimen ju -

rfdico de la comunidad agraria. 

La finalidad de la Ley de Desamortización y la Constitución-
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de 1857. es la de convert:ir al campesino en propietario individual divi­

diendo entre los que fonnaban parte de la comunidad agraria en porcio­

nes suscept:ibles de propiedad privada para que sus nuevos titulares pu­

dieran ernpef\ar. arrendar. enajenar y disponer de ellas. 

La rnigma finalidad persigue la Constitución del Estado de 

Nuevo León y la Ley de Disolución de Comunidades Rurales. ya que pre­

tende mediante la disolución de éstas. cambiar la naturaleza jurídica de­

las comunidades convcrt:i r a los 1nicrnbros de ésta en propiet:arios parti­

culares; cosa que pugna con el criterio sustentado por nuestra Constit:u -

ción General de la República ya que ésta adopta el sistema proteccionist:a 

del indígena dándole a la propiedad un carActer eminentemente social. 

El artículo 27 de nuestra Carta Magna en vigor, t:ransforma 

el concepto tradicional de propiedad individual que la Const:itución de 1857, 

est:ablecía para convert:irlo en una función social. d1indole un sentido diná­

mico al derecho en beneficio de la sociedad. Lo anterior t:rae corno conse­

cuencia que se ot:orga al estado el dominio eminente y originario de la pro­

piedad. otorgAndoles a los part:iculares solamente el dominio útil de la pro­

piedad. 

Los Constit:uyent:es facultaron en el art:fculo 27 de nuestra -

Carta Magna al Estado para imponer a la propiedad privada las modalida -

des que dicte el interés público; la reconocen y la regulan como un derecho 

subjetivo. pero supcdit:ado al in:erés social. añadiendo que la pequeña pro-
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piedad agrícola y ganadera solo será respetada constitucionalmente -

cuando se encuentre en explotación cumpliendo la función scx:ial que le 

compete. 

También el mencionado precepto reconcx:e y regula a la-

propiedad ejidal y comunal. La Ley Reglamentaria impone a la propie-

dad ejidal y comunal modalidades que se justifican en función de que tie-

nen por objeto salvaguardar los legítimos intereses de la clase campesi-

na. Declara que son inalienables. imprescriptibles, inembargables. e -

intransmisibles. esto es. no pueden en ningún caso ni en forma alguna -

enajenarse. cede rsc. transmiti rsc. a rrcndarsc. hipotecarse o gravarse, 

en todo o en pane, considerando inexistente todos los actos operaciones-

o cont:ratos ejecutados violando estas modalidades. 

Puede afirmarse que los lineamientos del artl"culo 23 ele la 

Constitución del Estado de Nuevo León y de la Ley de Disolución de Com~ 

nidades Rurales; se apoyan en la Constitución de 1857; que corno ya se di-

jo se olvida del concepto de propiedad corno función scx:ial, que es corno-

lo consigna nuest:ra actual Carta Magna dándole a la propiedad ese carácter 

meramente individualista que contraría nuestro precepto constitucional hoy 

vigente. 

El Congreso Constituyente en 1917, consagró la idea del de-

recho de propiedad con una función social. en hacer que el propietario ya-

no lo fuera para sí un ejercicio de un derecho exclusivan1cntc individualis-
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ta. sino que lo fuera también para su sociedad, sujetándose a las mo­

dalidades que dict:.ara el interés público y estuviera originalmente en -

poder del estado. 

Se le da a la propiedad un sent:ido dinámico social que S_!! 

pera el concepto rígido romanista, y que como consecuencia se equili 

brará la justicia social y las garantías sociales. 

Est:c concepto implica el dominio originario en manos del 

Esuulo y la facultad necesaria para vigilar, cuidar y distribuir equicati 

vamente los elementos naturales susceptibles de :.ipropiación. 

En virtud de que el artículo 27 Constitucional consagra el 

concepto de propiedad con10 uno solo pero con modalidades, que solo 

puede el esuido establecer (a nivel Federal ), cabe decir que la comuni­

dad es propietaria y poseedora con las limitaciones y modalidades que 

la Ley Federal de Reforma Agraria establece y que un Gobierno Local 

carece de facultades para cambiar la naturaleza jurrdica de la propiedad 

comunal en esa virtud debe considerarse que tanto el arnculo 23 de la 

Const:itución de Nuevo León y Ja Ley de Disolución de Comunidades Rura­

les son inconstitucionales. 

Para que una disposición o nor1na sea considerada consti­

tucional, debe de ajustarse estrictmnente con todo rigor a los principios­

rectorcs de las normas supremas que rigen la materia. y al no apegarse-
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a éstos se considera que éstas van en contra de nuestra Carga Magna. 

Tanto la legislación vil?l"'nte como los Códigos Agra -

rios anteriores. establecieron la hipótesis de cambio de régilTlCn pero 

solamente de comunal a ejidal. éste solamente se presenta cuando exi~ 

te la volunuu:I de las cornponcntes de la comtmidad y la aprobación de -

las autoridades administrativas correspondientes; no así la de un cam 

bio de propiedad comunal a privada individual. ya que esto sería cam­

biar la naturaleza jurídica del tipo de propiedad. y no la de imponer 

modalidades con10 lo establece el artículo 27 en su párrafo segundo de 

la Constitución. 

El régimen de propiedad ejidal y comunal tienen las 

modalidades de inalienables. imprescriptibles e inembargables. es por 

eso que todos aquellos actos que tengan por objeto enajenar, ceder, 

rransrrtit:ir. hi¡x>tecar. gravar o arrendar estos bienes. serán conside­

rados nulos de pleno derecho, ya sean actos de particulares. o de auto­

ridades judiciales, federales o del órden común. conforme lo estableci­

do en el artículo 53 de la Ley Federal de Reforma Agraria. 

En esa virtud y conforme a lo establecido en el mencio­

nado precepto, debe considerarse que los actos derivados del artículo 

23 de la Constit:ución del Estado de Nuevo León y la Ley de Disolución 

de Comunidades Rurales, son nulos de pleno derecho y carecen de va 

lidez en virtud de que van en contra de lo que establece el •precepto 
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legal invocado. 

A mayor abundamiento cabe señalar que se consideran 

también nulos y sin valor porque son actos que se ejecutan fuera de las 

atribuciones expresas que nuestra Constit:ución General est:ablcce, ca­

reciendo de la compet:encia constitucional correspondiente pues se tra­

ca de disposiciones del gobierno del estado de Nuevo León, carente de­

soberanía con ese respecto, ya que solo puede disfrutar de las faculta -

des y concesiones expresas que le han sido conferidas por nuestro Cód_! 

go Polrtico. 

En virtud de que nuestra Constitución General es rígida 

y escrita es superior a los pode res constitufdo,; es por eso que todo acto 

de autoridad delegada contraria a los ~rminos del mandato con arreglo­

al cual se ejerce es nulo; ¡x>r lo tanto ningún acto legislativo cont:rario a 

nuest:ro Código Polít:ico puede ser válido. 

Para concluír se consideran tanto el art:ículo 23 de la Cons 

tia.ación del Estado de Nuevo León como la Ley de Disolución de Comunida­

des inconstitucionales porque como ya se manifest:ó los estados no pueden­

invadir la esfera de la Federación y legislar en relación a materias que 

son exclusivamente de su competencia y al hacerlo van en contra de nues­

tro sistema federalist:a;además de que se contraría lo prccept:uado en elª.!. 

tfculo 27fracciónV11 de nuestra Carta Magna y el artículo 53 de 13 Ley Fede­

ral de Reforma Agraria, reglamentaria del mismo. 
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En virtud y con fundamento en lo anteriormente 

manifestado se propone la derogación del arcículo 23 de la Constitu 

ci6n Local del Estado de Nuevo León por lo que respecta a que una 

Ley del Congreso Local determinará la forma de disolver las Comuni­

dades, lo cual implica también, la abrogación de la Ley de Oisolución­

de Comunidades Rurales por contravenir los preceptos constitucionales 

mencionados. 
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INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY DE DISOLUCION 
DE COMUNIDADES RURALES 

CAPITULO IV 

A) ESTRUCTURA Y CONTENIDO DE LA LEY DE DISOLUCION DE 
COMUNIDADES RURALES. 

La Ley sobre disolución de comunidades rurales en el 

Estado, creación del fundo legal de los centros de población y deter -

minación de la extensión máxima de terreno de que se puede ser due-

i'lo. Orgánica del párrafo cuarto del artículo 23 de la Consticución Po-

lírica del Estado de Nuevo León, consta de 56 artículos, divididos en-

6 capítulos que se denominan: Disposiciones Generales, Del Apeo y -

Deslinde, del Fundo Legal de los Centros de Población, Procedimien -

tos y Sanciones. Asambleas de Copropietarios. y Disposiciones Com-

ple mentarlas. 

El primero de ellos relativo a las Disposiciones Gener'!_ 

les, consta de 9 artículos y en el mismo se define a la comunidad para 

los efectos de la Ley citada de la siguiente manera: " Se entiende por -

comunidad toda extensión territorial rural que permanezca en estado de 

indivisión, cualquiera que sea el título en que se origine y en la que el-

número de copropietarios pase de diez, sea dudoso o desconocido y el­

disfrute y uso se haga en común". 

l!tl!lJ Jtk 11111! 1.1 Itiif 
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La ant:erior definición distorsiona a la propiedad comu­

nal por olvidarse de su naturaleza jurídica. asimilándola a la propie -

dad privada regulada en el Código Civil; además de apoyarse y seguir 

los lineamientos e.le la Ley de Dcsan1nrtización del 2S de junio de 1856 

y la Const.itucion Política de 1857 que on.lcnan la individualización de­

la propiedad cornunal, auspiciando con ello el despojo de las tierras -

comunales que tenían en posesión los con1uncros. 

Las Leye;; de Dc:sarnortización y la Constitución Política 

de 1857. considc raron a las cornunidadcs agrarias como corporaciones 

civiles de duración perpetua e indefinida y con base en ello las hacen 

desaparecer, la misrna finalidad pcrs1~e el legislador del Estado de 

Nuevo León al promulgar la Ley de Disolución de comunidades rurales. 

La definición que se analiza es erronca porque además de 

que le da a la comunidad agraria un carácter n1eramente civilista, cons_!. 

dera que los miembros que la forman son propietarios particulares de la 

superficie que poseen, denorninándolos copropit!tarios; dicha dcnornina -

ción es inadecuada ya que los n1iembros de una comunidad agraria reci -

ben el nombre de comuneros y el núcleo de población o sea la comunidad 

es la propietaria y no sus miembros. 

En dicha definición no se toma en consideración que los cons 
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tituyentes de 1917 le dan a la propiedad agraria una función social otor-

g¡indole modalidades a través de la Ley Federal de Reforma Agraria, -

como son Inalienables, imprescriptibles, inembargable,,;, e indivisibles, 

dichas modalidades pugnan con la naturaleza que la Ley de Disolución 

les otorga a éstas, y a la vez está en contra de nuestra Constitución Po-

lítica de los Estados Unidos Mexicanos, por reglamentar sobre algo que 

carece de competencia y facultad para hacerlo. 

Toda vez que se apoya en la Ley de [)esamortización de 

1856 y la Constitución de 1857, siguiendo el concepto tradicional romanis-

ta de propiedad, en el que se cje=e un pcxic r de dominio sobre la cosa, -

el mismo espíritu contienen los demás artículos que la integran; olvidán-

dose que la propiedad agraria comunal según nuestra Legislación actual-

es un tipo de propiedad especial con estructura y funcionarniento, con las 

modalidades que la caracterizan y con fisonomía propia. 

" La propiedad comunal es el derecho real de naturaleza 

inalienable, imprescriptible, inembargable, e indivisible que la Ley reco-

noce y sanciona en favor de los núcleos de población que de hecho o por de-

recho guardan el estado comunal sobre las tierras, montes y aguas". (47) 

Los elementos de la propiedad comunal son: 

(47) Ley Federal de Reforma Agraria, comentada por el Lic. Raúl Lemus 
García. 



85 • 

El Suje~o. - Las comunidades agrarias que son los núcleos 

de población que de hecho o por derecho guardan el estado comunal, a 

quienes la Ley ha reconocido capacidad para disfrutar en común de las tie 

rra.s, bosques y aguas que les pertenecen. 

Comunero. - Miembros de la comunidad: persona nacida en 

el lugar o avecindada en los términos de la ley en la misma y que se dedi­

ca al cultivo de la tierra como ocupación habitual. 

El Objeto. - Las rie rras montes y aguas que comunalmente 

les penenecen, o se les haya restitufdo o restituyeren por Resolución Pre 

sidencial. 

La Relación. - Vínculo jurídico que se establece entre el -

núcleo de población y bienes que le pertenecen el cual se manifiesta con la 

naturaleza de un derecho real. 

Cabe señalar que la propiedad privada individual en lo único 

que puede identificarse con la propiedad comunal que es un tipo de propie -

dad especial según nuestra doctrina, es en q""' conserva los mismos funda­

mentos orgá.nicos y la misma naturaleza de un derecho real, aún cuando ya 

se manifestó, es inalienable, imprescriptible, inembargable e indivisible. 

En síntesis la definición que sobre comunidad dan los legis­

ladores del Estado de Nuevo León, en la Ley de Disolución de comunidades, 

e 
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es completamente contraria al espíritu de legislación federal agraria ac­

tual como es de verse en lo anteriormente expte sto, ya que mientras que 

los prilReros siguen los principios de la Ley de Desamortización, en el -

que se niega a las comunidades agrarias toda capacidad jurídica y se indJ_ 

vidualiza a las misn1as, en la segunda se otorga a la propiedad agraria 

una función social, con la capacidad jurídica que perdieron durante la vi -

gcncia de la Ley en cita, siendo reguladas por la Ley Federal de Reforma 

Agraria que es reglamentaria del artículo 27 de nuestra máxima Carta Ma~ 

na, y mediante la cual trata de resolverse el problema del despojo de que -

fueron objeto las comunidades con motivo de la multicitada Ley y la Consti­

tución de 1857, concediéndoles a las mismas la acción de restitución de tie­

rras. 

Es necesario sei\alar que la definición objeto de estudio se­

olvida de las modalidades que la Ley reglamentaria otorga a las comunida­

des agrarias; y las define como si se tratara de una comunidad particular­

regulada por el Código Civil. 

En vista de que la Ley de Disolución se apoya para su regl!!_ 

mentación, en la definición que se analiza, es necesario indicar que en esa 

virtud el contenido y espíritu de la misma contraría el principio de función 

social que nuestros legisladores actuales le han otorgado a la misma; ade­

más de que viola la naturaleza jurídica de la propiedad agraria y las moda­

lidades que le fue ron conferidas. 
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Al decretarse la disolución de comunidades se desconoce 

la capacidad jurídica que constitucionalmente se les hn otorgado dejando 

de ser las dueñas de sus Uerras. sin tomar en consideración el Gobierno 

del Estado lns modalidades que la caracterizan. y confirmando la entrega 

de cierras en manos de quienes la detentan en calidad de propiedad parti­

cular. ignorando en consecuencia el sistema proteccionista que el Gobier­

no Federal le ha dado al campesino. 

El mismo capítulo señala que es de ut:ilidad pública la dis~ 

lución de las comunidades. la creación del fundo legal de los centros de~ 

blación enclavados dentro de las comunidades, la determinación máxima 

de que pueda ser dueño un individuo o sociedad legalmente constitufda. y la 

constitución del patrimonio familiar dentro del fundo legal. 

Ya se diJO que las comunidades agrarias no pueden disolver 

se porque los mien1bros que la integran no son propietarios particulares de 

las tierras que poseen. sino que es el núcleo de población el propietario; 

además de que se iría en contra de la modalidad de indivisibilidad de que 

son objeto y en consecuencia se violaría la Ley Federal de Reforma Agra 

ria que es la encargada de reglamentar sobre la materia. 

En cuanto a la creación del fundo legal de las comunidades­

esc.o es sólo competencia de la Ley Federal de Reforma Agraria, -
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que es la que regla1nenta en ese sentido en el libro segundo, tftulo se- -

gundo, capítulo tercero, que est:ablece: Es el Dcparramento de Asuntos -

Agrarios y Colonización hoy Secretaría de la Reforma Agraria, el enca_E 

gado de realizar los estudios y proyectos tendientes a la creación del fil!!. 

do legal o zona de urbanización cuando los núcleos de población agraria -

carezcan de ellos y una vez aprobados se eleva a la consideración del P~ 

sidente de la República mediante la Resolución Presidencial correspondie!!_ 

t:e. 

Por lo que respecta a la determinación de la extensión má­

xima de t:erreno de que puede ser dt1C11o un individuo o sociedad legalmen -

te constituído y la Constitución del Patrimonio Familiar, si bien la frac -­

ción XVII del artículo 27 constitucional concede facultad a las legislaturas 

locales para expedir leyes en la que se fijen la extensión mencionada y pa­

ra organizar el patrin1onio de fanlilia el presente caso resulta indebidamen 

te aplicado por referirse p=cisa1nenre a bienes comunales. 

Se sefíala también que la extensión territorial de la comuni­

dad es propiedad del Escudo, pudiendo aplicarse a los copropietarios de és­

ta un 70';7, de sus tierras y el 30',':'., restante se reserva para crear el fundo 

legal y para costear los gastos que se originen con Ja disolución; y que ade­

más pueden solicitar apear, planificar, fraccionar, para que se les aplique 

ese 70.X, que se menciona, ocorgándosele facultad al Ejecutivo del Estado P2. 

r.n: :.:n::::.jcnnr ln:..; ticrru.:; Ji.: la cou1u11iUuU que estén desocupadas. 



,_,_ ..._ __ _ -·=.-~ ----~ -~~ 
~-.,._&--~-~.-~ ~- - - - .-

... 89 • 

f 

I 
1 

I 



90 • 

tencia territorial la resuelve el Ejecut:ivo Local. 

El procedimiento se tramitar<\ por escrito a solic.!_ 

t:ud de los interesados llevándose a cabo de oficio el resto del mismo. Se 

haran constar las oposiciones y disputas que se presentan con motivo del 

levantamiento topográfico del terreno. éstas se resolverán una vez que se 

hayan terminado las diligencias de apeo de una n1anera convencional. Se­

determinará Ja superficie que se encuentre urbanizada levantándose el ce'.!_ 

so correspondiente, n::·spctándose siempre el fundo legal ue la misma. 

En caso de que las disputas que se presentan dentro 

del procedimiento no sean resucitas de una manera convencional el Ejecu­

tivo las resolverá mediante un proceso sumario que consistirá en notificar 

a las panes y escucharles en una audiencia para después dictar resolución 

la cual deberá ejecut:arsc inmediatamente, no estableciendo en caso de inCO!!_ 

formidad recurso legal alguno sino que sólo procederá la indemnización. 

Cabe hacer rnención que todos los actos que se reali­

zan dentro del procedi1niento de apeo y deslinde y la resolución que al efec­

to se dict:a carecen de validez legal en consecuencia son nulos de pleno de~ 

cho porque el Ejecutivo local del Estado de Nuevo León y las autoridades que 

se señalan como con1petentcs para intervenir en el mismo, carecen de facu.!_ 

tad para reglamentar en cuestiones agrarias, ya que sólo el Ejecucivo f'"ede­

ral y la dependencia Gubernarnental que para tal efecto se creó tienen facul-
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tad para hacerlo según lo establece nuestra Constitución General de la 

República en su arrl"culo 27 fracciones septirna y onceava. 

En relación al Capítulo Tercero. éste se denomina. 

Fundo Legal de los Centros de Población, constando de cuatro aróculos en 

los que se dispone que el Fundo Legal se creará por decreto del Ejecutivo 

mediante solicitud del Ayuntamiento de la 1'.1unicipalidad correspondiente o 

de los miembros del centro de población con Inscripción en el censo por lo 

menos de 20 jefes de familia. 

El Fundo constará de 3 secciones. una porción urba­

nizada en la que se dispondrá de un lote o solar para cada jefe de familia;­

una porción de cultivo agrícola que tendrá una superficie de 10-00-00 a 

20-00-00 hectáreas de terreno y una porción colectiva dest:inada al pasteo -

de los animales. 

Creado el Fundo Legal se procede a la adjudicación­

de los lotes y de la porción agrícola y el Ayune amiento de acuerdo con el -

Ejecutivo fijará los precios de los mismos. las disposiciones para la forma 

del pago y el producto de la venta ingresará a la Hacienda Municipal para -

la construcción de obras materiales de beneficiencia general. 

Los interesados a adquirir los lotes presentarán so­

licitud por escrico. las cuales serán acordadas por riguroso orden y en un 
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plazo de treinta días; en caso de presentarse controversia se resolverá 

por el Presidente Municipal en forma incidental, y la resolución que se 

dicte será ejecutada hasta que sea aprobada por el Ayuntamiento. 

Una vez que es aprobada la solicitud, el Ayunta1nienco -

expide el Título correspondiente constituyendo los lotes el patrimonio fa 

miliar. 

Las resoluciones dictadas por el Ayuntamiento son revi­

sables por el Ejecutivo, dentro del término de un ai'lo, si existe incon­

formidad del fallo sólo es procedente la indemni:tnción. 

La creación de la urbanización es con1pctencia exclusiva 

del Ejecutivo Federal, la cual se apega a lo establecido en la Ley Fed~ 

ral de Reforma Agraria. 

En cuanto a los productos de Ja venta de lotes, éstos son 

para beneficio del núcleo de población, según la Ley Federal de Reforma 

Agraria. y no para la Hacienda Municipal. como lo dice la Ley Local, -

en esa virt:ud dicha disposición carece de fundamento legal y por tanto no -

es váUda. 

Además de que la Zona de Urbanización de un núcleo 

de población se forma en el momento de dictarse la Resolución Presiden-
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cial que los dota, c=a o confirma, sin intervención de las autoridades 

del Gobierno del Estado Local, ya que esto es competencia del Ejecu­

tivo Federal; en caso de no se11alarse lo anterior, se hace con poste 

rioridad pero mediante Resolución presidencial. 

En consecuencia y en virrud de lo antcriorment:e 

expuesto, las disposiciones contenidas en este capítulo de la Ley Local, -

son nulas, en vinud de que contravienen las disposiciones de la Ley que -

en materia agraria rige; es más en cuanto a la porción agrícola a que­

se hace mención, ésta ni siquiera es reglamentada por la Ley. 

El Capítulo Cuarto se denomina Procedimientos y 

Sanciones, consta de veintitrés art:ículos en el cual se dispone que el Eje­

cutivo determina la comunidad que pase a ser propiedad del est:ado con to­

das sus mejoras y la que va a quedar sujeta al procedimiento de disolución, 

mediante un decreto que será publicado dentro de un término de 30 días, el 

representante del Ejecutivo convoca a los copropietarios y personas que se 

crean con derechos. 

La Asamblea General nombrará una Mesa Directiva 

y una Comisión Revisora de Títulos integradas por tres personas con el p~ 

pósito de auxiliar al representante del Ejecutivo. 
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En wia de las Asambleas Generales, el rcpresen­

tance del Ejecutivo, somete a su consideración la solicitud de apeo y des­

linde y wia vez aprobado y realizado, nuevan1cntc, mediante Asamblea G~ 

neral. se encauzará el procedimiento de disolución; solicitándoles a sus -

miembros presenten sus títulos que les acreditan como copropietarios de­

la comunidad; sino lo hacen perderán sus derechos como tales y a recibir 

la indemnización que les corresponde. 

El Representante y la Com Is ión Revisora de Títulos 

se encargarán de analizarlos con acceso a los archivos pC.blicos para com­

putarlos, teniendo el rcpn:sL'fltante del Ejecutivo atribuciones para solí -

citar a los particulares que exhiban los tftulos que tienen en su poder y en 

caso de resistencia dará cuenta al Ejecutivo. 

Al llevar a cabo lo anterior se procede a: Formar­

t:ftulo suplet:orio a los copropietarios. formular historial de derechos con -

los datos obtenidos en el registro; elaboración de un memorándum cuando -

se encuentra que un mismo derecho o una misma po-rción de una comunidad 

ha sido objeto de diversas operaciones de cesión o de traspaso; Formula -

ción de un Cuaderno Provisional de RcconocimiL-nto de Derechos Individua­

les, el cual deberá contener las bases siguientes: A) Reconocer derechos 

adquiridos anteriores a la fecha de publicación de esta Ley; 13) El Ejecutl-
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vo podrá sino hay oposición aplicar derechos adquiridos posterior -

ment:e a la publicación de la Ley anterior; C) Si los derechos adqui­

ridos no pueden aplicarse en la posesión de los que tienen se harán­

en terrenos excedentes; d) S.o r< .. -conocen solo los derL>chos que am -

paran los títulos, pudi~ndose solicitar la nplicación de terrenos exc~ 

dentes mediante el pago del precio que fijará el Ei=utivo; E) Tener 

a la vista el valor fiscal de los terrenos para pagar las indcmnizacio 

nes. 

Est:e cuadro deberá ser aprobado o modificado por 

la Asamblea General. la cual es convocada por la Mesa Directlva, y -

una vez aprobada se t:ienen por reconocidos los derechos individuales. 

Aprobado el apeo y el reconocimiento de derechos 

individuales se formula el proy1e.-cto de división conforme a las bases -

siguient:es: l. - Exactitud en las mediciones. ll. - Aplicación de las -

tierras en una sóla persona atendi~ndast.!; a) ser copropietarios y al -

poseer un tftulo en posesión; b) no comprender posesiones o mejoras­

de otras; e} no aplicar una porción a más de diez copropietarios y; f) -

se localizan como terreno libre las tierras que pertenezcan al Estado. 

La Asamblea General será la encargada de aprobar 

el Proyecto de División procediendo con posterioridad a la protocoliza­

ción de las diligencias de apeo y ue las Actas de Rcconocimient:o, al 
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otorgamiento de tftulos de reconocimiento y adjudicación que no po­

drán ser registrados por el Registro Pablico, mientras no hayan si­

do aprobados por el Ejt...>eutivo. 

Los Acuerdos y Resoluciones tomados durante el 

procedimiento son definitivos y sólo podrán ser renovados y modifica 

dos por el Ejecutivo a instancia de la parte agraviada. 

Para los efectos de esta Ley son copropietarios los 

que acrediten t:cner den .. >ehos c::n la comunidad con ft...-cha ant:crior al de­

creto de disolución y para que se inicie el mismo, es necesario que se 

reunan en Asamblea General el 5CY,¡, de los dert...--chos totales pero sien -

do por lo menos JO copropietarios. 

Toda inconformidad deberá promoverse dentro de 

los cinco días siguientes en que se haya notificado legalmente la reso -

lución. 

El procedimiento para llevar n cabo la disolución de 

las comunidades, viola el artículo l-1 de nuestra Constitución, ya que en 

su párrafo lJ esca blL-ce que: "Nadie podrá ser privado de la vida. de la -

libertad. de sus propiedades, posesiones o derechos, sino m~iante jui­

cio seguido ante los Tribunales previamente establecidos en el que se 

cumplan las formalidades esenciales del procedimiento conforme a las 

leyes expt..'"<.lidao; con anterioridad al Hecho." 
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Se violan también las garantías de audiencia y se­

guridad jurídica en virtud de que este capítulo establece que mediante 

prudente arbitrio y discreción. el Ejecutivo del Estado, designa por -

medio de decreto la comunidad que va a quedar sujeta al procedimien­

to de disolución, privando en consecuencia de sus propiedades. pose­

siones y derechos de Jos terrenos que poseen las comunidades desde­

tiempo inmemorial. mismas que se vienen poseyendo en Ja forma y -

modalidades que exige Ja frdcción Vil del artículo 27 de la Constitu -

ción de Ja República y su Ley Rc..oglan1cntaria, sin haber sido oído ni -

vencido en juicio alguno a sus miembros. 

1\l establecerse situaciones y procedimientos unil!!_ 

terales no se hacen oper.tntes las garantías constitucionales que con -

tiene el an:ículo 14 Constitucional, adjudicando sin base legal alguna al­

Ejecutivo Local, facultades que únicamente son exclusivas de la juris -

dicción constitucional agraria, otorgada a la Secretaría de la Reforma­

Agraria y al Ejecutivo Federal. 

Se viola t:a.tnbién la garantía contenida en el artículo 

16 de la Const:irución porque no obstante que establece que:" Nadie pue­

de ser molestado en su persona, familia, domicilio. papeles o posesio­

nes. sino en virtud de mandamiento escrito de la auroridad competente, 

que funde y motive la causa legal del procedimiento;" se molesta a los -

miembros de la comunidad al grado de privarlos de la posesión y pape -
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les que tienen respecto de sus rerrenos y que desde tiempo inmemo -

rial y en forma comunal vienen poseyendo, sin que los actos se encue!!. 

eren fundados y motivados. 

Así mismo se viola la fracción VII del arrículo 27 

de la Constitución Federal de la República, por cuanto establece que 

los núcleos de población que de hecho, o por derecho guarden el Esta­

do comunal, como en csre caso. tienen capacidad para disfrutar en co­

mún las tierras, bosques y aguas que les pertenezcan, o que se les ha­

ya restituido o rcstiluyeren. 

Es manifiesta la violación al precepto legal invocado 

en el párrafo anterior, pues Ja Ley de Disolución de Comunidades Rur!!_ 

les, y el mismo artículo 23 de la Constitución Local establece que una 

Ley de Congreso, dererrninará el modo de disolver las comunidades, -

disposiciones que pugnan abicrran1cnte con lo pre se rito por la fracción­

XI del art:ículo 27 de la Constitución General de la República, que lleva­

ª la conclusión que es facultad privativa del Congreso de Ja Unión legis­

lar exclusivamente en lo concerniente a materia agraria y esta facultad 

de que goza el Congreso de la Unión, encuentra su con1plemento en Ja -

fracción XXX del anículo 73 de nuestra Carca Magna. 

Bajo este principio la Ley Federal de Reforma Agra­

ria, reglamentaria en ese aspecto del artículo 27 Constitucional, estatu-
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ye clarament:e en su artrculo 52 que los derechos sobre bienes agra­

rios que adquieran los núcleos de población serán imprescriptibles, -

inalienables, inembargables e intransmisibles. 

La Disolución de las comunidades rurales que esta­

blece el arcrculo 23 de la Constitución Polnica del Estado de Nuevo León, 

implica la transmisión y enajenación de las tierras comunales, propie -

dad del nCicleo de población, lo cual pugna con el artículo 27 de la Con~ 

t:itución Federal al estar en antinomina con el arcrculo .52 de la Ley Fed~ 

ral de Reforma Agraria y consecuentemente es obvia In violación del re 

ferido artrcu1o 27 Constitucional. 

El capfiulo quinto se denomina Asamblea de Copropi=. 

carios y consta de siete artrculos que sei'lalan que las asambleas podrán­

llevarse a cabo siempre y cuando se convoque, mediante la publicación­

de la misma por eres veces consecutivas en el Periódico Oficial del Es 

tado y en uno de los de mriyor circulación, en la convocatoria se ex 

presará la orden del dfa y el lugar, día y hora de la Asamblea, debién­

dose celebrar por lo menos ocho dfas después de la última publicación­

de la convocatoria. En todas las convocatorias se pedirá a los coprop!__e 

tarios que al presentarse exhiban sus tll:ulos para acreditar sus derechos; 

dichas asambleas se verificarán de preferencia los domingos, en el Sa -

Ión de Sesiones del Ayuntamiento_ pudiendo ocurrir los copropiccarios­

por si o mediante poderdante el cual presentará la Carta Poder corres-
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pondiente para poder comparecer. 

Se tendrán como legalmente constituídas y po 

drán funcionar con cualquiera que sea el número de copropietarios, 

que concurran siempre que sean por lo menos seis derechos repre­

sentados, que sus acuerdos se tomen por mayoría que represente 

un 50%. Teniendo voto el representante del Ejecutivo del Estado, en 

caso de que no se traten todos los asuntos, podrá suspentlerse la ce­

sión y fijarse nueva fecha sin necesidad de convocarla. 

Este capítulo reglamenta las asambleas con un cri 

terio civilista en virtud de que se apega a lo adoptado por la Ley de -­

Desamortización y la Constitución de 1857, en las que se niega la ca~ 

ciclad jurídica de las comunidades agrarias y se les otorga un carácter 

civilista considerandolas corporaciones de tipo civil sin serlo. 

Se viola la Ley Fetlcral de Reforma Agraria, al re­

glamentarse a las Asambleas de una manera diferente a la que estable­

ce, olvidándose que la propiedad agraria ejerce una función social con­

las modalidades que la misma fija y que por Jo tanto debe de otorgárse­

Ie a la Asamblea la misma naturaleza social que tiene la propiedad agr!!_ 

ria y no la civilista que se le reconoce. 

La Ley Federal de Reforma Agraria establece tres -

tipos de Asambleas, las Ordinarias, Extraordinarias y de Programación 
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y Balance, no permitlénc:losele la representación mediante poder a la c~ 

lebraci6n de las mismas, sino que debe de est:ar el verdadero intere 

sacio. 

En cuando a la forma de convocarlas se difiere en -

virt:ud de que las Ordinarias se lleven a cabo el último domingo de ca -

da mes; las Ext:raordinarias ITlCcliante cédulas que se fijan en los luga­

res más visibles del núcleo de población con anticipación de ocho dfas­

antes de que se lleve a cabo, la que contendría los aslmtos a tratar (la­

orden del día ) y el lugar y fecha de la reunión; Las de Programación -

y Balance son convocadas al término de cada ciclo de producción o anua_! 

mente; en alguno de ellos es requisito de validez la intervención de un -

representante de la Delegación Agraria pero no tiene derecho a votar 

sino solo interviene corno regulador de ellas. 

Las decisiones que se tornan en la Asamblea son ob!!_ 

gat:ori.as cuando se ha hecho quorum es decir que int:erviene la mitad -

más uno de los miembros del ejido o comunidad . 

Las Asambleas son órganos de dirección en las com~ 

nidades, y en las mismas se tratan problemas que surjen entre los míe'!!_ 

bros del ejido, cuando se quieren tornar determinaciones que afectan a 

todos los miembros; información de los resultados de la organización, 

trabajo y producción; no corno en el presente caso que a través de las au-
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t:oridades que crearon la Mesa Direct:iva, La Comisión Revisora de "TI 

t:ulos y el Representante del Ejecutivo tratan de disolver las comunida­

des, olvidándose ele la capacidad jurídica que la Constitución les ha - -

otorgado al reconocer su existencia. 

El Capítulo Sexto es el últ:imo y es el que se refiere 

a las Disposiciones Complementarias, consta de ocho anfculos que dis­

ponen que los derechos individuales de los copropiet:arios, sufren redlJ5:. 

ciones cuando sea necesario satisfacer necesidades agrarias como es 

el caso de dorar de tierras a los centros de población y creación del FlJ!!. 

do Legal; y en el caso de que cuando existen poseedores sin título t:ienen 

derecho a que se les aplique la extensión que tienen en posesión. 

Las tierras enajenadas o aplicadas conforme a est:a 

Ley pueden sufrir todas las servidumbres existentes en favor de quienes 

las disfrut:an, no tomándose en consideración los caminos y Jos cauces -

denominados regaderas de tierra de ten1poraL 

Los gravámenes que afectan a Jos copropietarios afee 

ran rambién a sus tierras y para ejercer los incapacitados y menores sus 

derechos, basta que un tercero exhiba Cana Poder, representando los de 

rechos. 

Todas las aplicaciones y enajenaciones que se lleven -

a cabo conforme a la Ley. no causan el impuesto municipal de Trasla-
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ción de dominio, ni el Derecho de inscripción en el Rcgist:ro Público, 

teniendo el Ejecutivo dent:ro del plazo de diez ai'\os, facult:ad para res 

t:ificar o revisar los planos y aplicaciones que se hayan hecho en cada 

caso, si hay exceso, se hace reducción pudiendo el afect:ado adquirir­

el exccdent:e. 

Se facult:a t:ambién al Ejecut:ivo para enajenar las -

tierras que correspondan al Est:ado, prefiriendo a agricult:ores y gan~ 

deros pobres disponiendo que la forma de pago no exceda de diez años. 

Se crea un órgano que se denomina Sección de Co -

munidades dependient:e del Depart:ament:o de Fornent:o de la Secret:aría­

General de Gobierno que se encargará de despachar los asunt:os de la -

Ley. 

No debe hablarse de Derechos Individuales de copr~ 

piet:arios, porque no se t:rat:a de una corporación civil sino de una com.!::!_ 

nidad de tipo agrario que la Ley Federal ele Reforma Agraria reglamen­

t:a y que establece que los Derechos Individuales de los comuneros o eji­

dat:arios son aq·Jellos que proporcionalment:e les corresponden para ex -

plot:ar y aprovechar los bienes de la comunidad. 

Ahora bien puede decirse que los derechos individua­

les son proporcionales cuando corresponden a los comuneros, t:odos los­

bienes d<? la comunidad en virt:ud de que se conserva o explota en forma -

colect:iva, y en concreto que son los que corresponden individualmente 
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los ejidatarios sobre la pa=ela o unidad de dotaeión que se les han CE 

tregado para su usufructo. 

Tampoco puede afectarse a un nCicleo de poblaci6n­

agraria comunal para satisfacer necesidades agrarias de otros núcleos 

ya que esto equivaldrla a considerar que la propiedad comunal está su­

jeca al capricho de los gobernantes y no a la reglamentación que para -

su efecto se expidió. 

Ac.lcmás de que el Ejecutivo Local del Estado nada­

más interviene en una fase del procedimiento agrario pero no es la au­

toridad definitiva que diera las resoluciones que van a tener ese carác -

ter sino que es el Ejecutivo Federal. 

trnicamentc se llevarán a cabo nuevas dlscribucio 

nes de las unidades de dotación cuando se ha mejorado la calidad de las 

tierras ya sea por trabajos o aportaciones colectivas de los miembros. 

o bien.ese cambio no es atribuible a ellos; en el primer caso la Asam­

bela General con intervención y aprobación de la Secretaría de la Retor 

ma Agraria decid" sobre la nueva distribución y en la segunda hipótesis 

la Secretaría de la Heforrna Agraria, fija la nueva extensión de las uni­

dades conforme al orden de preferencia y exclusión que sei'iala el arrfc.!!_ 

lo 72 de Ja Ley Federal de Reforma Agraria, cabe hacer la aclaración­

que la unidad de dot nción e8 indivisible e infraccionable por Jo ranco no 

$Si-Mi+· 
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puede adjudicarse en part:es, sino completa. 

Ya se dijo que las tierras comunales no pueden -

ser objeto de enajenación y gravamen alguno. y que éstas carecen de 

validez, conforme lo establece el art:ículo 52 de la Ley Federal de ~ 

forma Agraria; así corno también el Gobierno Local del Estado, care-

ce de facultades para enajenar tierras comunales, facultad que tampo-

co está concedida al Ejecutivo Federal que es el encargado de regla 

mentar en materia agraria. 

En cuanto al régimen fiscal de una comunidad agra­

ria está reglamentada en el capítulo sexto del Libro Segundo de la Ley­

Federal de Reforma Agraria, que establece que el único impuesto que-

pueden los municipios, estados y la federación, imponer a la propie 

dad comunal es el predial y no más el cual se calcula según el valor 

fiscal de cada clase de tierras. 

B) ANALISIS DE LAS PRINCIPALES DlSPOSlClONES 
DE LA LEY. 

ARTICULO l ~ - Al declararse la utilidad pública, de -

la Disolución de las Comunidades rurales y de codas las operaciones que-

se llevan a cabo para cumplir con lo mismo y al otorgarse títulos indivi-

duales de propiedad, se está desconociendo la naturaleza jurídica de 

las comunidades agrarias, que. tienen una función social y n'odalidades -
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de inalienables, inembargnbles, imprescriptibles e indivisibles lo -

cual significa que el derecho de propiedad sobre sus bienes no es di-

visible por constituír una unidad correspondiente a la entidad; núcleo 

de población. 

En cuanto a la declaración de utilidad pública de la 

creación del Fundo Legal de los centros de población enclavados dentro 

de las comunidades con el fin de asegurar el sostenin1iento vital de los-

mismos, dicha facultad es exclusiva de la Secretaría de Reformn Agra-

ria, que es la encargada de dar .:un1plimicnto a lo que establece la Ley 

Federal de Reforma Agraria; por tanto la creación del Fundo Legal no 

debe reglamentarla el Ejecutivo Local del Estado. 

La determinación de la extensión máxima de terre-

no de que puede ser .Jueño un individuo o sociedad legalmente constiru.í-

da, si esra debidamente reglamentada en virtud de que los incisos a) -

y b) de la fra::ción :>.'Vll del artículo 27 constitucional, faculta a las 

legislaturas lo::ales de los Estados para fijar la extensión citada. 

Con respecto a la Constitución del Patrimonio farnl-

liar es una consecuencia de la facultad que se otorga a los Estados Lo-

cales, para reglamentarla, según lo establece el in::iso g) fracción 

XVll del artículo 27 Constitucional. 

La regulación correspondiente al patrimonio farni -
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llar es faculmd exclusiva de la Legislación Civil y ésm se encuen=a 

reglamentada en el Título Undécimo, Capítulo VIII del Código Civil­

del Estado de Nuevo León. 

ARTICULO 2~ - Al señalarse que todo copropieta -

rio de una comunidad tiene derecho a que se le aplique el 7CYf'o de lo -

que le corresponda conforme a sus títulos. se está dando a la comuni­

dad una naturaleza jurídica civilista, diferente a la que en realidad ~ 

see, en virtud de que se ident:ifica al comunero como un copropietario 

de la misma; lo cual no es posible. ya que la propiedad de las tierras 

de una comunidad no pertenece a cada uno de sus miembros sino al n'!._ 

cleo de población ya que se considera a ésta como una persona moral­

con capacidad jurídica, por lo tanto, no puede adjudicarse en forma i!!_ 

dividual en propiedad a cada uno de sus miembros la parte de tlerras­

que tienen en posesión. 

Al mismo tiempo que le otorga a la comunidad una 

naturaleza civilista, también reconoce que existen títulos que la acre­

ditan como propietaria de las tierras. 

ARTICULO 3~ - La definición de Comunidad que -

se dá. a este artículo es erronea porque le está dando a la comunidad 

agraria un carácter civilista, considerándola como <>propiedad particu­

lar de los miembros que la integran. Dicha definición se apoya en la -
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Ley de Desamortización y la Constitución de 1857 que la consideraron 

como una corporación civil de duración perpetua e indefinida y con ba-

se en esto la hicieron des&parecer. 

La misma no toma en consideración que los consti-

t:uyentes de 17. le dan a la propiedad agraria una función social. otor 

gándole modalidades a trav~s de su Ley reglamentaria que no pueden 

ser violadas. 

Se sei'lala también la definición de Centro de Pobla -

ción que se considera como todo agrupamiento de personas en un lugar 

det:erminado. cuyo censo arroja por lo menos 20 jefes de familia con 

vecindad mayor de un afio debidamente comprobada. 

Lo anterior es una apreciación meramente subjetiva 

de los legisladores del Estado de Nuevo L<--ón que así consideran el cen-

tro de población. que no reglamenta la Constitución Polnica de la Nación. 

ni ~ampoco la Legislación Agraria Federal_ 

Se indica que el Fundo Legal. es la extensión terri 

torial necesaria para el sostenimiento vital del centro de población. con 

vista a construir el patrimonio fanüliar. con no más de veinte hectáreas 

para el cultivo agrfcol.a y la tierra de uso común indispensable para la -

explocación ganadera y los servicios comunales la que tendrá hasta trein 

ta hectáreas para cada jefe de familia. 
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Los antecedentes del Fundo Legal se tienen desde 

la época colonial, que fué destinado para que sobre él se levantaran-

los hogares de los poblados y por su origen también era inajenable. - -

pues se otorgó al pueblo de propiedad y no a personas particulares.cuya 

extensión serra de seiscientas varas contadas desde el centro del pueblo 

a los cuatro puntos cardinales. 

Debe entenderse que dentro de esa superficie no se 

comprendía. a los terrenos de labor, designados para la subsistencia -

de los habitantes. ni los que se poseran antes de ser creado el Fundo -

Legal, dicha superficie la poseyeron los indígenas en forma comunal. 

Nuestra legislación actual regula Zona de Urbaniza­

ción y la cual constituye los terrenos ocupados por el caserío de los ej!_ 

dos o comunidades. dicha superficie deberá constutifrse mediante reso­

lución presidencial que así lo indique. su extensión se determina confor­

me a los requerimientos reales al momento de constitufrse previniéndo­

se su futuro crecimiento. 

Ahora bien cada uno de los miembros de una comuni­

dad tiene derecho a que se le adjudique un solar de dicha zona en forma­

gratuita como patrimonio familiar, la asignación se hace por sorteo y la 

extensión no deberá exceder de 2, 500 M· 

Se expide un certificado de derechos al solar que g~ 
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rantiza la posesión y con posterioridad cuando se cumplen los requi­

sitos que señalan los artrculos 90 al 99 inclusive de Ja Ley Federal -

de Reforma Agraria, se otorga un tnulo de propiedad lo cual signifi­

ca que el solar entra al dominio privado del adquirente, como patri­

monio de familia. perdiendo su calidad de inalienable, imprescripbi­

ble e inembargable. 

De lo expuesto se desprende en primer Jugar que el Estado 

Local carece de facultades para legislar en dicha materia, y que Ja -

definición otorgada contraviene Jo dispuesto por la Ley Federal de R~ 

forma Agraria, en cuanto a la extensión que se otorga y a Jos fines que 

se mencionan; es probable que los legisladores del Estado de Nuevo 

León. unieron en una sola superficie Jo que constituía en la época col~ 

nial el fundo legal y el ejido que son cosas muy diferentes ya que el 

primero se dedica al caserío de Ja población y el segundo constituía 

una superficie destinada al pasteo del ganado. 

Cabe hacer aclaración que la zona urbana de un ejido o comu­

nidad solamente constituye el terreno donde se asienta el caser1-o del nü­

cJeo de población y no como señala Ja definición citada para el cultivo 

agrícola y explotación ganadera. 

ARTICULO 4:'- Este artículo señala la extensión m::Ixima de 

que pue<le s.::r el dueño un individuo y señala el procedimiento a .se¡;uir 

para fraccionar el excc..'"dentc .. 



• 111 • 

La finalidad de este art:ículo es reglamentar los 

incisos a) y b) de la fracción XVII del art:ículo 27 Constitucional, el 

cual tiene por objeto combatir el latifundismo que tanto daño ha he­

cho a la República Mexicana y que fué la verdadera causa de la Revo 

lución-

ARTICULO 5~ - Señala que la extensión de las C_!? 

rnunidades son propiedad del estado para el solo objeto de aplicar a­

los miembros copropietarios un 70% de la que tienen en posesión coE 

forme a sus derechos y el 3Q<Yo restante para el Estado.· 

Este arrlculo sigue el criterio implantado por la -

Constitución en 1857. al considerar a las Comunidades, corporaciones 

civiles y a los miembros de éstas, propietarios a los cuales se les p~ 

de adjudicar en forma individual. 

Cabe sei'lalar que corno nuestra constitución accual­

adopt:a el régimen de pequeña propiedad y propiedad ejidal y comunal, -

considerando a ésta última como propietaria del núcleo de población 

y no como propietarios individuales cada uno de los miembros que la -

integran. Además de que el sistema de propiedad comunal es compete~ 

cia exclusiva del Presidente de la República el cual la ejerce a través­

de una Dependencia de tipo Federal creada para ese fín;cs por eso que al 

afirmarse que el Gobierno del Estado es propietario de éstas para el efec­

to de adjudicarlas a sus poseedores, se viola nuestra Constitución Po-
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lítica que es la Ley Fundamental. 

En el mismo se confunde el sentido de la produc­

ci6n colectiva con el sistema comunal, ya que existe diferencia entre 

ambas y mientras que la primera es un sistema de producción que se 

implanta ya sea en un ejido o en una comunidad, la segunda es un tipo 

de propiedad diferente a la que regula el Código Civil ya que posee las 

modalidades de inalienable. inembargable e imprcsc riptible. 

ARTICULO 6'! - Dispone que los miembros de la -

comunidad y poseedores de la tierra tienen derecho a solicitar en frac 

cionamiento. planificación e inclusive de disponer de las tierras; esto 

equivale a considerarlos como propietarios individuales de las tierras, 

lo cual no es posible ya que como antes se señaló la propiedad de la -

tierra comtmal recidc en el núcleo de población y no en forma indivi­

dual ya que esto equivaldría a nulificar las modalidades establecidas­

en el articulo 52 de la Ley Federal de Reforma Agraria por lo que a­

comunidades se refiere. 

ARTICULO 7'!- No puede hablarse de Asambleas de 

accionistas, puesto que las comWtidades agrarias no son corporaciones 

civiles sino un sistema de propiedad net:amente agraria de tipo social. 

En virtud de que en esta Ley se considera a las e~ 

munidades como -=:orporaciones civiles y a sus miembros como copro-
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pietarios de los bienes que las componen caen en el error de señalar 

que existen accionistas en las Asambleas. lo cual no es posible por -

que 'la comunidad agraria no surge de la voluntad de varios individuos 

que se reunen para realizar un fin común que no es prepondcranteme!!_ 

te económico. 

Además de que para que exista la corporación o­

asociación es necesaria la existencia de un contrato escrito con sus -

respectivos estatutos por medio de los cuales se regirá. debiendo ser 

inscritos en el Registro Público de la Propiedad para que produzcan efec 

ros frente a terceros. 

La autoridad es la Asamblea General compuesta­

de socios (miembros de las corporaciones), y mediante ésta se resue.! 

ve la admisión o exclusión de nuevos socios. nombramiento de directo 

·res. su revocación. o la decisión de disolverla. 

En cuanto a los bienes de la asociación o corpo~ 

ción al disolverse ésta se adjudican a los miembros pero solamente -

la parte de activo social que equivalga a sus aportaciones. 

De lo expuesto se comprueba que las comunidades 

agrarias no pueden ser considerarias asociaciones civiles porque el -

oriSl'!n de ése as no es un contrato, sino que tienen un origen histórico 

que viene desde la época precolonial con los calpullis, cuya función -
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social es la. de salvaguardar los legl'tlrnos intereses de la clase cam­

pesina. 

Tampoco pueden considerarse como copropieta 

rios a los miembros de la comunidad agraria en virtud de que éstos 

sólo forman parce de la misma que es la propietaria y corno ésta es 

inalienable. imprescriptible, inembargable e indivisible, no puede d~ 

nominarse a sus miembros coproptecarios sino comuneros. 

Tampoco puede hablarse de copropiedad porque -

quienes la tienen por cualquier tnulo reconocido por la Ley ejercen un 

dominio legal sobre la misma o sea que carece de las modalidades m~ 

clonadas en el párrafo anterior que a diferencia de la comunidad puede.­

enajenarla, embargarla, cederla o hipotecarla. 

ARTICULO 8::'- El Ejecutivo Local del Estado de -

Nuevo León. carece de facultad para enajenar parte de alguna de la co -

munidad agraria, en virtud de que viola la modalidad de inalicnabilidad­

de los bienes agrarios ya que estos no pueden enajenarse y mucho me 

nos reglamentar sobre algo que ni el Ejecutivo Federal tiene facultad 

para hacerlo. 

ARTICULO 9::'- Sei'lala que se prohibe levantar 

construcciones o hacer mejoras dentro de la comunidad y que la infrac -

ción a este precepto produce acción popular que se ejercita por escrito-



115 

para demoler los bienes. 

La violación a este precepto no produce efecto -

legal alguno porque corno la Ley que le dtf origen es inconstitucional, 

los actos que se realizan en relación a la misma son nulos y sin va -

lor por reglamentar sobre una materia que solo es compet~cia Fed~ 

ral, dicha declaración no produce efecto alguno. conforme lo estable­

cido en el artículo 53 de la Ley Federal de Reforma Agraria. 

ARTICULO 10'.'- Se senala que para conocer del­

Apeo y Deslinde de las Comunidades son competentes los Alcaldes ju­

diciales del Municipio en que se encuentran las tierras de la comuni 

dad, se considera que como la Ley contraviene la Constitución Gene 

ral de la República. las autoridades que senale como competentes pa -

ra realizar el apeo y deslinde cambi<'.!n al llevarlo a cabo la contravie­

ne. por lo que respecta a la fracción VII y XI del ord<.--namiento citado, 

por ir en contra de los mismos. en consecuencia. los actos que se rea 

licen carecen de validez legal. 

ARTICULO 11 '.'- Senala el procedimiento que se 

debe seguir para llevar a cabo el apeo y deslinde que se menciona en el 

artrculo anterior. se considera inconstitucional. no solo porque se ori­

gina de la Ley de Disolución de Comunidades Rurales. sino porque vio -

la lo establee ido en el artf'"culo 14 Constitucional en cuanto al principio -

de l~ali<.lru.i. 
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ARTICULO 14~- Establece que las resoluciones -

que se dicten en relación con el apeo y el deslinde se ejecutarán desde 

luego y en caso de inconformidad solo dan lugar a la indemnización. 

En este caso no procede la indemnización ya que. -

ésta solo se hará por causa de utilidad pública y aquf se trata de una in­

conformidad en la que interviene el estado pero como regulador del pr~ 

cedimiento, el que determinará quién tiene la razón. 

ARTICULO 15~ y 16~- Hablan sobre la creación del 

Fundo Legal de los centros de población. lo cual pugna con lo dispuesto­

en el artfculo 27 frac.: iones VII y X 1 de nuestra Carta Magna y la Ley -

Federal de Reforma Agraria; toda vez que el Ejecutivo Local de un Es~ 

do carece de fa..:ultadcs para crear la Zona de Urbanización de los ejidos 

o comunidades. porque dicha reglamentación corresponde a la Depend~ 

eta del Ejecutivo FL-.Jeral que para tales efectos se creó. 

Estos artículos ti<..""llen su antecedente inmediato en -

la Ley de Desamortización y la Constitución de 1857, que <..'QUiparon la 

propiedad comunal con la privada reglamentándola en forma uniforme ol­

vidándose que la naturaleza jurfdica de las mismas es diferente. 

Además de que la propiedad privada la reglamenta 

el Código Civil del Estado ya que se les otorgó dicha facultad para ha -
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cerlo pero por lo que se refiere a la mareria agraria solo es com~ 

rencia federal. 

A RTlCµLO 17~ - Reglamenta la enajenación de 

los lotes urbanos que se resultaron de la creación del fundo legal de 

las comunidades, esta es anticonstitucional, porque dicha regular!-

z;ación sólo la hace la S:!cretaría de la Reforma Agraria y la enajen!!_ 

ción de los mismos se lleva a cabo una ve_z que se han repartido a t~ 

dos los miembros de la comunidad y si existen excedentes se enajenan 

a los avecindados, siempre y cuando lo apruebe la Asamblea General 

con intervención de la Secreta ría de la Reforrna Agraria. 

No esta por demás señalar que el Gobierno Local 

del Estado de Nuevo León, invade esferas que no son de su competen-

cia y que por tanto el procedimiento establecido para llevar a cabo la 

creación del Fundo Legal es anticonstitucional. 

ARTICULO 19':- Establece que mediante decreta­

se d:::signará la comunidad que pasó a ser propiedad del estado y la suj~ 

ta al procedimiento de disolución. 

Se dispone de las Comunidades Agrarias como 

propiedad del Estado y esto es un error, ya que el propietario de la c~ 

munidad agra ria es e 1 núcleo de población y está sujeta a las disposici~ 

ncs que el Gobierno Federal establece, por eso no tiene aplicación algu-
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na. lo establecido en este artrculo ya que no es facultad del Gobier­

no del Estado de Nuevo L<..'<5n regular en Materia Agraria. 

ARTICULO 20?- Mc:..>diantc la Asamblea Gene -

ral se designa una Mesa Dirc:..-cliva y una Comisión Revisora de Títu­

los que auxiliarán al Representante del Ejecutivo, en lo relativo al -

procedimiento de Disolución de Comunidades. 

Es necesario aclarar que las autoridades inter­

nas de una comunidad agrrcola. son las Asambleas Generales, Jos Ce 

misariados Comunales y los Consejos de Vigilancia del Núcleo de 

Fbblación. 

La Asamblea General es la Suprema Autoridad -

de la Comonidad, sus d<.-cisiones revisten Ja mayor trascendencia para 

encausar Ja vida c.-conómica. social y política de Ja comunidad ya que­

fntervienen en Ja aproooci6n de programas relativos al proceso prod~ 

tivo. en Ja elección y remoción de autoridades internas, revisión y apr~ 

bación de los informes del comisariado comunal. del consejo uc vigilan­

cia y de los actos más importantes para el beneficio uel núcleo ejldal. 

La Asamblea General carece de facultad para de 

signar una Mesa Directiva y una Comisión Revisora Lle Tftulos. en 
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virtud de que las facultades y obligaciones de la misma las establece 

el artículo 47 de la Ley Federal de Reforma Agraria, en Ja que se 

otorga a Ja Asamblea funciones para encausar la vida económica del­

ejido y no la de nombrar a los cimdos para el efecto de disolverla. 

En relación ni rcprcsenrantc del Ejecutivo Local 

no puede inrerveni r en las Asambleas que se lleven a cabo en las co­

munidades agrarias ya que carece de facultad para hacerlo. 

ARTICULO 23~ - Se viola el principio de im.Hvi 

sibiUdad que establece la Ley Federal de Reforma Agraria en relación 

a las comunidades agrarias ya que éstas no pueden dividirse por ser -

el núcleo de población el propicrario y por ser la Jmlivisibilidad una de 

las modalidades que "aracccrízan a la propiedad con1una1. 

ARTICULO 27~ - Para Ja comprobación de derechos 

individuales se accprarán codos los medios de prueba reconocidos por -

la Ley con apreciación de equidad y buena fé. 

No puede hablarse de rcconocimienro de derechos -

individuales en cuanro a lo que a propiedad se refiere en viqud de que -

como ya se manifestó el núcleo de población o sea la comunidad agraria 

es Ja propietaria y como es indivisible no pueden reconocerse derechos 

individuales de propiedad a sus miembros ya que éstos solo tienen dere 
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chos para explotar y aprovechar los diversos bienes de la comunidad. 

ARTICULO 33~- Sei'lala que realizando el apeo y 

deslinde y aprobado el proyecto de división se protocolizará actaH de­

asamblea y se expedirán títulos de reconocimiento y adjudicación. 

Los títulos citados son nulos porque solo el Ejec~ 

tivo Federal a través de la Secretaría de la Reforma Agraria puede e~ 

pedir titulas de certificados de derechos agrarios, que amparan a los­

miembros de una comunidad. como comuneros en posesión y no como­

propiet arios de las tierras. ya que el adjudicarse dichos terrenos en 

forma individual nuevamente se viola la naturaleza jurídica de las co­

munidades en cuanto a la indivisibilidad. 

ARTICULO 38~- Reglamenta que todos los gastos 

que originen la disolución de la comunidad deberán ser compensados 

con un 3CJYc, de los derechos individuales de cada copropietario. 

El Ejecutivo del Estado de Nuevo León al disponer 

de los bienes de la comunidad. violó la Constitución General de la Re -

pílblica, ya que ni el Ejecutivo Federal puede disponer de ellos sino so­

lamente reglamentar. a través de la Secretaría de la Reforma Agraria, 

que es la Dependencia del Ejecutivo Federal encargada de regular las -

comunidades agraria» con fundamento en la Ley de Reforma Agraria. 
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El Gobierno del Estado al adjudicarse un 30% de 

tierras con10 compensación de los gastos de disolución, va en contra 

de nuestra Organización Polít:ica, ya que el Gobierno Federal es el en 

cargado de reglamentar sobre la materia. 

ARTICULO 42~ - Est:ablece que los copropietarios 

pueden asistir a las Asambleas personalmente o por apoderado debida­

mente instituido o niediantc Carta Poder suscrit:a ante dos testigos. 

En las cornunidades agrarias cuando se llevan a 

cabo las Asan1bleas solo están autorizados para concurrir sus miern 

bros y no se pcrnlitc la representación ni aún cuando se le haya ocorgl.!.... 

do poder. 

En las comunidades, la Asamblea es un órgano de 

dirección que se integra con todos los comuneros miembros, en pleno 

goce de sus derechos. considerándose a ésta corno la máxima autori­

dad interna. 

ARTICULO 43'! - Indica que las Asambleas debe 

rán de llevarse a cabo los domingos. de preferencia en un salón de se­

siones del Ayuntamiento en cuya jurisdicción se encuentre localizada la 

comunidad. 

Dicho precepto pugna con lo establecido en la Ley­

Fcde ral de Reforma Agraria, ya que ésta sei'lala que las Asambleas son 
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por clasificación: Ordinarias Mensuales. Extraordinarias yde Pro­

gramación y Balance. 

Las Ordinarias se celebran el último domingo de 

cada mes. quedando legalmente consriruídas con la aslsrencla de la -

mirad mas uno de los comuneros con derecho a participar. pudiendo 

esrar presente un rcprcsenrante de la De legación Agraria correspon­

diente. en caso de no llevarse a cabo por no haber asistido el número 

de comuneros necesario para hacer quorum, se lleva a cabo el siguie_!:.' 

re mes con los que asistan. 

Las exrraordinarias se llevan a cabo cuando así 

lo requiere la atención de asuntos urgen res para la comunidad. pudie_!! 

do ser convcx:adas por la Delegación Agraria. el Comisariado Comu­

nal o el Consejo de Vigilancia. debiendo hacerse con no menos ocho 

días de anricipación ni n1ás de quince por medio de cédulas fijadas en 

los lugares más \•isibles del ¡x>blado, expresándose los asuntos a tra­

tar. lugar y fecha de la reunión si no se reune quorum se expide una­

segunda convocatoria. la que se repite ocho días después apercibiendo 

a los que no asisran que los acuerdos que se ton1en serán obligatorios. 

Las de Balance y Programación son convocadas 

al término de ciclo de producción anual sus funciones son l'1s de infor 
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mar a la comunidad los =sultados de la organización y producción -

del anterior y programar los plazos y financiamientos para un mejor 

aprovechamiento de los recursos naturales del grupo. 

De todas las Asambleas se levanta acta, las que 

deben ser firmadas por un representante de la Comisión Agraria M~ 

ta o la Delegación Agraria. 

ARTICULO 49~ - Indica que los derechos individu~ 

les de los copropietarios suf=n reducciones para aplicar la superficie 

que tienen k;•; poseedores sin título. 

Podemos darnos cuenta de la influencia de la Ley 

de Desamortización y la Constitución de 1857, al considerar derechos in 

dividuales de los copropicmrios; cuando estos no lo son sino comuneros 

y sus derechos individuales son los de explotación y aprovechamiento de 

los bienes comunales, según nuestra Legislación. 

Dicha influencia hace que todo el contenido de la Ley 

se apoye en que las con1unidadcs agrarias son propiedad particular y no 

una propiedad especial reglamentada por la Ley Federal de Reforma 

Agraria que cumple con una función social. 

ARTICULO 50~ - Sci\ala que la enajenación o apli -

cación de las tierras comunales deberán soportar las servicJun1bres exis 
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rentes. 

Ya se dijo que la enajenación de las cierras com_!;I 

nales, viola abieri:amenre el ari:ículo 52 de la Ley Federal de Reforma 

Agrada, ya que los bienes comunales son inalienables, en consecuen­

cia dichas enajenaciones caen en el supuesto del arti"culo 53 del mismo 

ordenamiento legal citado. que considera nulos y sin valor los actos -

que se realicen en contravención del primer precepto. 

ARTICULO 54~- Se le ororga al Ejecutivo fa facul 

tad para que dentro del término de 10 arios siguientes a la expedición 

de los útulos de reconocimiento de derechos y npllcación individual p~ 

da n?Ctificar los planos y revisar las aplicaciones. 

Los rírulos otorgados conforme a esra Ley son nu -

los porque fueron expedidos en cumplin1icnco a una ley que contraviene­

la Constitución General de la República. 

La facultad otorgada es vJolarorJa de nuestra Carta 

Magna porque invade esferas que no son competencias del Ejecutivo Fe­

deral. 

ARTICULO 55'.:- Faculta de una manera fehaciente 

al Ejecutlvo Local para enajenar las cierras propiedad de la comunidad. 

Dicho precepto viola el artí'culo 52 de la Ley Fede -

.. -. 
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ral de Reforma Agrnrin que establece los derechos agrarios que so- -

bre bienes agrarios adquieren los núcleos de población son inaliena- -

bles y por tanto no podrán enajenarse. por tanto las opc raciones que -

se realicen en contravención son Inexistentes. 

Ade:n.6.s e.le que el gobierno local del Estado no t:ie 

ne facultad para legislar sobre la niatcria nlucho menos ir más allá 

de las atribuciones que la Constitución General de la República y la 

Ley Federal de Reforma Agraria le ot:orga a la Dependencia del Ejecu­

t;i,.,·o Federal, que es la en~argaLla Uc lc..:gisla1.· sobn: la materia agraria. 

ARTICULO 56~ - Crea una sección de comunidades 

rurales, dependiente del Departamento de Fomento de la Sccret:arfa Ge­

neral del Gobierno, el cual será encargado de despachar y estudiar los 

expedientes. 

Dicha sección es anticonstitucional porque a través 

de ella se llevará a cabo la disolución de comunidades rurales lo cual -

pugna con el artículo 27 fracción Vil y XI de la Constitución. 

Del análisis de cada una de las disposiciones que se 

consideran las más importantes de la Ley de Disolución de Cornunidades 

Rurales, que los legisladores del Estado e.le Nuevo León reglamentan, -

encont:ramos que a través de la adjudicación <.Je tirulos inl.lividuales. In­

división y la enajenación de las tierras de una comunidad se viola la 
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Constitución Genernl de la República, en virtud de que el Ejecutivo 

Local carece de facultad para reglamentar en materia agraria según­

lo establecido en las fracciones Vil y XI del artículo 27 de la misma; 

además de que al autorizar la enajenación de las tierras comunales -

se va en contra de la n1odalidad de que los bienes agrarios son inalie­

nables y por tanto no pueden enajenarse, en consecuencia se viola el­

artícuio 52 de la Ley Federal de Reforma Agraria. 

C) CRITERIO RESPECTO A LA CONSTITUCIONALIDAD 

DE LA LEY DE DlSOLUCION DE COMUNIDADES RURALES. 

Con10 ya ha quedado manifestado con anterioridad 

al referirnos a la Ley que reglan1enta la Disolución de las Comunidades 

Rurales de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 23 de la Constitución -

Local del Estado ele Nuevo León, ln susodicha Ley corno la reglamenta­

ción que de ln misrna se hace, tiene un carácter inconstitucional por 

las siguientes razones, porque es contraria a lo establecido ele manera­

expresa en la Constitución General de la República a la cual contradice­

ya que dicha Ley fundan1ental establece clararnente en su artículo 27 

fracción V 11 que son de jurisdicción fcc.lc ra l todas aquellas cuestiones 

que por límites de terrenos con1unales se susciten entre los núcleos de­

población, además de que carecen de facultad para legislar sobre lama­

teria agraria ya que el precepto legal invocado en la fracción décirna pr.:!_ 
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mera. establece que una Dependencia del Ejecut:ivo Local es la encar­

gada de la aplicación de las leyes agrarias y de su ejecución • en esa­

virt:ud al legislar sobre las co1nunidadcs agrarias que no son de su COJE 

perencia. se viola nuestra Cana Magna. 

En vista de que nucsrro régimen polít:ico se rige -

por la Constitución Política, cabe sc11alar que se descansa sobre el pri~ 

cipio de la supremacía de ésta y que en esas condiciones, todas las en 

tidades federativas ueben estarse a lo estableciuo por la misma sin in­

vadir esferas de acción que no lc.:s fueron atribuíuas; en el presente ca­

so, el Gobierno uel Estauo de Nuevo León, viola <.!icho principio porque 

trata de.!' di~olvcr las C(JrnunidaJcs rurales con fund.amento en su Consti­

tución Local, lo cual es inaplicable a todas luces ya que carece de facul 

tad y con1pctcncia para hacerlo. 

La Constitución General de la República. sólo les­

otorgó a las cntid::idcs federativas. autonomía y no soberanía, concedién 

dales personalidad jurídica como partes de un Estado Federal que sólo­

tienen poderes que no pueden extenderse más allá de lo que les fué otor­

gado. 

De lo anterior se dcsprcndc que también es inconsti­

tucional porque se va en contra del principio uc lcp;aliuau que el arrículo-

14 constitucional establece ya que las autoridades no pueden le~slar con-
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capricho y arbitrariedad, sino que deben estarse a las garantías que 

establece nuestra Carta Magna, y por tanto no puede privarse a un -

núcleo de poblaci6n de sus tierras sin seguir el proccdilnlcnto legal­

es ta blec ido. 

Es necesario sei"ialar además que toda vez que nue~ 

t:ra Const:itución Política le otorga a la propiedad agraria comunal una -

función social con modalidades propias, la Ley de Disolución de Comu­

nidades Rurales del Estado de Nuevo León, esta auspiciando el despojo 

de las mismas y en consecuencia la pl:·rdida de su capacidad jurídica y -

patrimonio que lo forman las tierras, montes y aguas. 

De las manifestaciones expuestas se propone que el­

artículo 23 de la Constirución del Estado de Nuevo Lcon, sea derogado -

en la parte que sei\ala que el Congreso de la Unión, dictará una Ley que­

determine la forma de disolver las comunidades; ya que como se dijo, d_! 

cha at:ribución va más allá de las facult:ades que les fueran conferidas a­

las ent:idades federativas, y en consecU<...'flcla va en contra de nuestra Con~ 

t:it:ución General, es por eso qucdicho precepto es inconstitucional a todas 

luces. 

Y como con,.ecuencia de esa derogación, la Ley de -­

Disoluci6n de Comunidades Rurales, quedará automáticamente abrogada -

por cont:ravenir a las disposiciones del artículo 27 fn1cciones Vil y XI de 

nuL-stra Constitución General de la RepGblica. 
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CONCLUSIONES 

l. - La propiedad con los Aztecas, se encontraba dividida en pr~ 

piedad de las comunidades, propiedad de los señores y pro -

2.-

piedad de carácter público. 

Los Calpullis eran el barrio de gpntc conocida y de linaje ª!!. 

tiguo a los que les pertenecían las tierras Calpullallis y a 

los vecinos del lugar les correspondía el usufructo de las tie.:. 

rras, ya que la nuda propiedad era de la comunidad. 

3. - Sus miembros sólo tenían el derecho de usufructuarlas, se 

transmitían a Jos descendientes y no podían ser enajenados ya 

que eran inalienables. 

4. - La naturaleza Jurídica de la propiedad comunal fué respetada -

durante la <;poca colonial, ya que en la Legislación de Indias 

se reguló de rnancra sin"lilar. no obst:ante ello. Uurant:e la épo-

ca independiente en la Ley de l::>csamortlzación del 26 de junio-

de 1856, se autorizá la desamortización de sus bienes y la Co~ 

titución de 1857, les nicgancapa..:idad jurídica a las comunida -

des agrarias condenando su desaparición. 

5. - La Ley del 6 de enero de 1915, producto de la Revolución Agr_!! 

ria Mexicana, enmienda el error cometido por las Legislacio-
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ncs anteriores y nuevamente se les reconoce la capacidad 

jurídica que se les había negado, concediéndoles la acción 

de rest:it:ución para que las comunidades agrarias que habían 

sido despojadas de sus tierras las pudieran recuperar. 

6. - Las Legislaciones Agrarias posteriores a la Ley del 6 de -

enero de 1915 el artículo 27 Constitucional y las leyes regla­

mentarias de la materia reconocen capacidad a las comuni­

dades agrarias y a su propiedad la modalidad de inalienable, 

imprescriptible, ir~·mbargable e indivisible. 

7.-

8.-

9.-

El artículo 23, párrafo cuarto de la Constitución Política del -­

Est:ado de Nuevo León, es el antecedente in mediato de la Ley -

de Disolución de Comunidades Rurales ya que dispone que una -

ley del Congreso dictará una ley que disuelva las comunidades. 

Con base en lo anterior, se expide la Ley sobre Disolución de­

Comunidadcs Rurales que al individualizar y enajenar las tie 

rras de las comunidades agrarias, viola la Ley Federal de Re­

forma Agraria, que es la encargada de reglamentar sobre est:a 

materia. 

El Poder Legislat:ivo del Estado de Nuevo León, viola t:ambién -

nuestra Constit:ución General de la República, al reglamentar -
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sobre las comunidades, ya que ésta establece que sólo es 

facultad del Poder EjecuUvo de la Federación reglamentar -

sobre lo mismo según la fracción XI del artículo 27 del Or 

denamiento legal que se invoca. 

Finaln'.entce y con10 producto de lo mnnifestado, se propone 

la derogación del artículo 23 de la Constit:ución Política del 

Estado de Nuevo León, en la parte que establece que una ley 

del Congreso disolverá las comunidades y como consecuencia 

de lo anterior, la abro¡>;ación de la Lgy de Disolución de Co 

munidades Rurales que al respecto se emitió. 

Dicha d..,rogaciún deberá de solicitarse al Congreso de la Unión 

del Estado de Nuevo ~ón o bien al señor Gobernador del mismo 

Estado. 
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